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21 de octubre de 2026
CNS-2057/08




Señora
Hazel Valverde Richmond, superintendente
Superintendencia General de Entidades Financieras


Estimada señora:

El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 8 del acta de la sesión 2057-2026, celebrada el 19 de octubre de 2026,

al considerar que:
I)	El numeral 2) del artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, establece que se concederá a las entidades representativas de intereses de carácter general o corporativo afectadas por una disposición nueva, la oportunidad de exponer su parecer.

II)	Se elaboró el Reglamento sobre Cálculo de Estimaciones Crediticias, Acuerdo Sugef 1-26, con el objeto de establecer la metodología para cuantificar el riesgo de crédito de las operaciones crediticias y de los deudores, según corresponda, y constituir las estimaciones correspondientes, con el fin de salvaguardar la estabilidad y la solvencia de las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).

dispuso por mayoría y en firme:

remitir en consulta, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 2), artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, a las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef) y al Ministerio de Hacienda, la propuesta de emisión del Reglamento sobre Cálculo de Estimaciones Crediticias, Acuerdo Sugef 1-26, de conformidad con el texto que se incluye a continuación y en el entendido de que, en un plazo máximo de diez (10) días hábiles, contado a partir del día hábil siguiente del recibo de la respectiva comunicación, deberán adicionar sus comentarios y observaciones en el formulario que está disponible en el apartado “Formularios para remitir observaciones de normativa en consulta”, ubicado en la página oficial de la Sugef.


“PROYECTO DE ACUERDO Sugef 1-26
REGLAMENTO SOBRE CÁLCULO DE ESTIMACIONES CREDITICIAS

El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero,

al considerar que:

Consideraciones de orden legal y reglamentario

1)	El literal b) del artículo 171 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, dispone, como una de las funciones del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la Ley, debe ejecutar la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).

2)	El literal c) del artículo 131 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece como parte de las funciones del superintendente general de entidades financieras, proponer al Conassif para su aprobación, las normas que estime necesarias para el desarrollo de las labores de supervisión y fiscalización.

3)	Mediante artículos 8 y 9, de las actas de las sesiones 1699-2021 y 1700-2021, celebradas el 11 y 15 de noviembre de 2021, respectivamente, el Conassif aprobó el Reglamento sobre cálculo de estimaciones crediticias, Acuerdo Conassif 14-21, mediante el cual se estableció la metodología para cuantificar el riesgo de crédito de las operaciones crediticias o de los deudores, y constituir las estimaciones correspondientes con el fin de salvaguardar la estabilidad y solvencia de las entidades supervisadas, así como de los grupos y conglomerados financieros.

4)	Las entidades supervisadas por la Sugef están sujetas a lo dispuesto en el Reglamento sobre Cálculo de Estimaciones Crediticias, establecido en el Acuerdo Conassif 14-21; sin embargo, resulta necesario establecer una normativa exclusiva para los intermediarios financieros incluidos en el ámbito de supervisión de la Sugef, debido a las características particulares de su actividad crediticia, la disponibilidad de información que permite la aplicación de metodologías prudenciales más especializadas y la conveniencia de incorporar enfoques prospectivos y parámetros calibrados que reflejen con mayor precisión el riesgo crediticio. Este marco normativo independiente tiene como propósito asegurar coherencia técnica y alineación con estándares internacionales, particularmente los emitidos por el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea (CSBB) en materia de la valoración del riesgo crediticio. La vigencia de este nuevo reglamento y su sustitución se consignarán en las disposiciones finales.

5)	De conformidad con los artículos 6 y 5 de las actas de las sesiones 1442-2018 y 1443-2018, ambas celebradas el 11 de setiembre de 2018, el Conassif aprobó el Reglamento de Información Financiera, Acuerdo 6-18, (en adelante RIF), vigente a partir del 1 de enero de 2020, y publicado en el Alcance 188 al diario oficial La Gaceta 196 del 24 de octubre del 2018. El RIF es un Reglamento con alcance a todas las entidades supervisadas por las cuatro superintendencias financieras del país. Con la aprobación del RIF se actualizó la base contable regulatoria con el propósito de avanzar hacia la adopción en el sistema financiero nacional (SFN) de las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) con sus textos más recientes, emitidos por la Junta de Normas Internacionales de Contabilidad (IASB por sus siglas en inglés), lo anterior para favorecer la comparabilidad y la lectura de la información financiera tanto de usuarios nacionales como extranjeros. Asimismo, mediante Transitorio III del RIF, se dispuso que para la aplicación de la Norma Internacional de Información Financiera 9 Instrumentos Financieros (NIIF-9), específicamente, para la medición de las pérdidas crediticias esperadas (PCE) se continuará con la regulación prudencial emitida por el Conassif para la cartera de créditos y créditos contingentes concedidos, hasta que ello se modifique.

6)	En materia de revelación de información financiera, con la entrada en vigor del RIF quedó adoptada la NIIF-7 Instrumentos Financieros: Información a revelar. Este estándar establece que las entidades deben revelar en sus estados financieros, información que permita a los usuarios evaluar: (a) la relevancia de los instrumentos financieros en la situación financiera y en el rendimiento de la entidad; y (b) la naturaleza y alcance de los riesgos procedentes de los instrumentos financieros a los que la entidad se haya expuesto durante el periodo y lo esté al final del periodo sobre el que se informa, así como la forma de gestionar dichos riesgos. Los principios de revelación contenidos en esta NIIF complementan a los de reconocimiento, medición y presentación de los activos y pasivos financieros establecidos en la Norma Internacional de Contabilidad 32 Instrumentos Financieros: Presentación (NIC 32) y la NIIF-9.

7)	Mediante el artículo 12, del acta de la sesión 1251-2016, celebrada el 10 de mayo del 2016, el Conassif aprobó el Reglamento sobre gestión y evaluación del riesgo de crédito para el Sistema de Banca para el Desarrollo, Acuerdo Sugef 15-16. Este reglamento es de aplicación exclusiva a las operaciones de crédito avaladas o financiadas con recursos del Sistema de Banca de Desarrollo (SBD) y sigue parámetros y alcances específicos definidos en la Ley del Sistema de Banca para el Desarrollo, Ley 8634 del 23 de abril de 2008 y Ley 9274 del 12 de noviembre del 2014. El Acuerdo Sugef 15-16 no se modifica como parte de la reforma reglamentaria que se propone.

8)	Mediante artículo 6 del acta de la sesión 1258-2016, celebrada el 7 de junio del 2016, el Conassif aprobó el Reglamento para la determinación y el registro de estimaciones contracíclicas, Acuerdo Sugef 19-16. Las estimaciones contracíclicas se consideran genéricas, es decir, no están relacionadas a un riesgo específico, sino que se asocian a riesgos que aún no se han manifestado. En este sentido, son de carácter prudencial y no corresponden a un ajuste al valor de un activo financiero por riesgos crediticios manifiestos o esperados. El estándar NIIF no admite que estas estimaciones sean tratadas como gasto, y consecuentemente este tratamiento es una brecha con dicho estándar.

9)	Se considera necesario contar con herramientas prudenciales contracíclicas, que contribuyan a preservar la estabilidad y el adecuado funcionamiento del sistema financiero nacional en períodos de contracción económica. De previo a plantear el cambio hacia requerimientos contracíclicos basados en capital y no en estimaciones, resulta necesario contar con un período de observación de la nueva dinámica de estimaciones calculadas a partir de esta propuesta. Además, frente a la coyuntura actual, prudencialmente conviene preservar los resguardos constituidos mediante estimaciones contracíclicas, y aplicarlos conforme las reglas de acumulación y desacumulación establecidas en la regulación. Por esta razón, el Acuerdo Sugef 19-16 no se modifica con la reforma reglamentaria que se propone.

10)	La presente regulación hace uso intensivo de la información crediticia que la Sugef mantiene en virtud del ejercicio de sus labores de supervisión preventiva. Dicha información incluye, entre otros aspectos, el estado del deudor en la atención de sus obligaciones en el Centro de Información Crediticia (CIC), cuyos alcances se encuentran regulados mediante artículo 133 de la Ley 7558, así como una amplia diversidad de información relacionada con las características de los deudores, las operaciones, sus garantías y en general, sobre el historial de las carteras crediticias.

Consideraciones técnicas sobre el marco de regulación

11)	La metodología para la determinación de las estimaciones por riesgo de crédito, establecida en el Acuerdo Conassif 14-21 vigente, requiere ajustes para adecuarse a enfoques actualizados de medición de estimaciones crediticias, principalmente recogidos en estándares prudenciales emitidos por el CSBB. Estas mejoras tienen como objetivo, por una parte, reforzar la responsabilidad de las entidades en la adecuada evaluación de sus riesgos crediticios y, en consecuencia, en la constitución de las estimaciones y capital que fortalezcan su situación económica-financiera. Con ese propósito, en esta propuesta se promueve la adopción de enfoques prospectivos y sostenibles adaptados a la naturaleza del negocio crediticio para la evaluación y cálculo de las pérdidas esperadas. Por otra parte, se busca que el modelo estándar, establecido en la regulación, sea más sensible al riesgo y esté mejor calibrado con parámetros prudenciales relevantes. En el tiempo, se espera que ambos esfuerzos converjan en modelos más robustos.

12)	Desde el 2004, dentro de los enfoques de cálculo de capital por riesgo de crédito bajo metodologías internas, el CSBB incluyó explícitamente el uso de los tres componentes básicos para el cálculo de las pérdidas esperadas: i) la probabilidad de incumplimiento (PD por las siglas en inglés de Probability of Default), ii) la pérdida en caso de incumplimiento (LGD por las siglas en inglés de Loss Given Default), y iii) la exposición en caso de incumplimiento (EAD por las siglas en inglés de Exposure at Default). La pérdida crediticia esperada (PCE) se define generalmente como el producto de esos tres componentes (PCE = PD x LGD x EAD).

13)	En julio de 2014 el IASB emitió la NIIF-9 con vigencia efectiva a partir de enero de 2018, mediante la cual introdujo el enfoque de PCE para el reconocimiento del deterioro de los instrumentos financieros. Con esta modificación, la práctica contable se acercó a la prudencial, emitida por el CSBB, que ya desde hace varios años había incorporado en su instrumental el concepto de pérdida esperada, calculada a partir de la estimación de probabilidades de incumplimiento y otras métricas.

14)	Si bien existen discrepancias metodológicas en el cálculo de PCE según el CSBB y NIIF-9, mediante el documento ‘Orientaciones sobre riesgo de crédito y contabilidad de pérdidas crediticias esperadas’ emitido por el CSBB en 2015 se establecieron orientaciones para la contabilidad de PCE que no contravienen las NIIF; en el documento se reconoce que los entes supervisados pueden tener modelos para el cálculo de pérdidas esperadas por riesgo de crédito y pérdidas no esperadas con fines de capital regulador, dichos modelos pueden utilizarse como punto de partida para estimar las PCE con fines contables, aunque pueden no ser utilizables directamente para calcular las PCE debido a diferencias entre los objetivos y los datos utilizados para cada uno de estos fines.

15)	NIIF-9 hace referencia al uso de probabilidades de incumplimiento para el cálculo de PCE, calculadas tanto para un período de 12 meses como por el período de vida de un crédito (LTPD por las siglas en inglés de Lifetime Probability of Default). En el primer caso, se aplica para el cálculo de PCE en la Etapa 1 y el segundo caso, se aplica en las Etapas 2 y 3. La NIIF-9 no describe cómo se debe llevar a cabo el cálculo de esta probabilidad. El Comité de Basilea únicamente aplica en sus mediciones probabilidades de incumplimiento para 12 meses.



16)	La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), indica que la transparencia garantiza la revelación oportuna y precisa de todas las cuestiones materiales relativas a la sociedad, incluidos la situación financiera, los resultados, la titularidad y el gobierno de la empresa. Además, la OCDE detalla que la información deberá ser elaborada y divulgada con arreglo a normas de alta calidad en materia de contabilidad y revelación de información financiera y no financiera; en ese sentido, es importante indicar que uno de los puntos que el IASB busca desarrollar, promover y proveer, dentro del conjunto único de normas de información financiera para la preparación de los estados financieros, es la transparencia.

17)	La presente propuesta conserva, en concordancia con el Acuerdo Conassif 14-21, los aspectos orientados a una medición prudencial del riesgo crediticio, tales como:

a)	La existencia de diferentes líneas de negocio crediticio, de manera que la medición de las estimaciones crediticias sea sensible al riesgo de cada línea relevante.
b)	La segmentación de acuerdo con la tipología del crédito que permita distinguir entre un enfoque por operación, para carteras al detalle que puedan tratarse como grupos homogéneos de riesgo, y un enfoque por deudor, para carteras empresariales y corporativas. Las tasas de incumplimiento calibradas, independientemente del tipo de segmento, se calcularon por operación.
c)	El cálculo de estimaciones para cada línea relevante utilizando elementos prospectivos consistentes con enfoques de pérdidas crediticias esperadas. Estos enfoques identifican tres componentes esenciales de las pérdidas crediticias:
i)	la probabilidad de incumplimiento,

ii)	la severidad de pérdida en caso de incumplimiento, y

iii)	la exposición en caso de incumplimiento.

Este reglamento mantiene el modelo estándar establecido en el Acuerdo Conassif 14-21, desarrollado por la Sugef. Dicho modelo incorpora varios de los conceptos señalados en los puntos anteriores, no obstante, el modelo estándar no corresponde a un modelo NIIF-9 en su totalidad, ya que contempla aspectos prudenciales y, en particular, no incorpora un enfoque prospectivo, pues estima tasas de incumplimiento a partir de información histórica, y no probabilidades de incumplimiento. Esto implica que corresponde a la Sugef el diseño del modelo y la actualización de los parámetros del modelo estándar que las entidades utilizan para calcular las estimaciones crediticias regulatorias. Sin embargo, el reglamento admite que las entidades desarrollen y utilicen modelos internos NIIF-9 para los segmentos regulatorios, los cuales podrán utilizarse en el cálculo interno de sus estimaciones crediticias. En estos casos, el uso de modelos internos sí puede incorporar elementos prospectivos propios de la metodología NIIF-9.

d)	Mantiene el enfoque prudencial en la medición del riesgo crediticio, aplicando criterios de severidad de pérdida en caso de incumplimiento (uno menos el porcentaje estimado de recuperación), y asegurando que las garantías admisibles respondan a criterios de efectividad comprobada tanto en escenarios normales como escenarios de estrés.
e)	Adicionalmente, el presente reglamento establece un modelo estándar para el cálculo de las estimaciones crediticias, el cual se fundamenta en principios prudenciales consistentes con los estándares internacionales emitidos por el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea y con las mejores prácticas a nivel regional. Conforme a lo anterior, la mitigación del riesgo crediticio únicamente aplica respecto de la parte de la exposición efectivamente cubierta por garantías reconocidas como mitigadores en este Reglamento.
f)	En línea con el Acuerdo Conassif 14-21, se mantiene la segmentación de la cartera crediticia en varias categorías de riesgo que se asocian, de manera conceptual, con las tres etapas identificadas por NIIF-9. Las entidades supervisadas que cuenten con modelos internos no objetados por Sugef, podrán calcular las correspondientes probabilidades de incumplimiento para 12 meses y para la vida del crédito, según lo dispuesto en la NIIF-9. Estas tres etapas se definen en la regulación de la siguiente manera:
i)	Etapa 1: Operaciones en Riesgo Normal. Se incluyen las operaciones sin evidencia de incremento significativo de riesgo de crédito desde su reconocimiento inicial.

ii)	Etapa 2: Operaciones en Vigilancia Especial. Se incluyen las operaciones que presentan un incremento significativo del riesgo de crédito respecto a la valoración de riesgo realizada en el reconocimiento inicial de la operación, sin llegar a ser operaciones dudosas o fallidas. Para evaluar si existe un incremento significativo de riesgo de crédito la entidad utilizará indicadores cualitativos y cuantitativos (variación relativa de la probabilidad de incumplimiento respecto de la estimada en el momento que se originó la operación). Asimismo, se aplicarán los criterios automáticos que definen un deudor con operación especial. En este caso la clasificación a la Etapa 2 se realizará por el importe total del crédito.

iii)	Etapa 3: Operaciones de Dudosa Recuperación. Se incluyen las operaciones que presentan evidencia objetiva de deterioro, lo cual ocurre cuando se ha presentado un evento de incumplimiento o se considera que existe una alta probabilidad de que este se presente.

18)	Asimismo, la regulación propuesta incorpora mejoras sustantivas que fortalecen la precisión y sensibilidad al riesgo, entre ellas:

a)	El cálculo del monto de las estimaciones se realizará de manera que refleje con mayor precisión las características propias de cada línea de negocio crediticio, así como las particularidades de la entidad y del sector al que pertenece.

b)	Se modifica la definición de ‘deudor con operación especial’ y, adicionalmente, se incorpora la definición de ‘operación especial’, con el fin de precisar los criterios aplicables a ese tipo de operaciones y garantizar una clasificación consistente con sus riesgos.

c)	Se ajustan los rangos de morosidad definidos para las categorías de riesgo, con el propósito de lograr una clasificación más precisa y alineada con las condiciones actuales del mercado.

d)	Se asignan perfiles de riesgo específicos por línea de negocio crediticio (riesgo bajo, medio bajo, medio alto y alto), manteniendo la estructura de segmentación vigente.

e)	Se depura la lista de garantías utilizadas para la mitigación del riesgo, para enfocar el modelo en aquellas que representen una reducción real y efectiva de la exposición.

f)	Se introducen ajustes en la metodología para determinar el monto mitigador de las garantías, simplificando las fórmulas aplicables y depurando los factores de ajuste, con el fin de reflejar de manera más precisa el valor económico real del colateral y su capacidad efectiva de mitigación del riesgo crediticio.

g)	Se actualiza el tratamiento de los avales y garantías otorgadas por terceros, estableciendo reglas específicas para su reconocimiento y cálculo bajo el enfoque de sustitución, con el objetivo de fortalecer la certeza jurídica y la efectividad del mitigador.

Consideraciones específicas

Codeudor en el análisis de capacidad de pago y en el cálculo de estimaciones crediticias

19)	Corresponde a cada entidad supervisada definir, en sus políticas de crédito, el rol que asigna a los codeudores al momento de otorgar una operación crediticia, independientemente de que el deudor sea una persona física o jurídica, de acuerdo con las características y condiciones de la operación y con los criterios establecidos por la entidad para el otorgamiento del crédito.

20)	La presente regulación permite que el análisis de la capacidad de pago se realice de forma conjunta para el deudor y el codeudor, con el propósito de valorar la capacidad para atender las obligaciones financieras en las condiciones pactadas.

21)	La realización conjunta del análisis de la capacidad de pago no implica que el codeudor sea considerado para la constitución de estimaciones crediticias, dado que, para efectos de la calificación de riesgo y del cálculo de dichas estimaciones, debe utilizarse el nivel de comportamiento de pago histórico asignado al deudor por el Centro de Información Crediticia de la Superintendencia General de Entidades Financieras.

Operación especial y deudor con operación especial

22)	Se incorpora el concepto de ‘operación especial’ y se mantiene el de ‘deudor con operación especial’, con el fin de procurar un tratamiento prudencial adecuado para operaciones cuyas condiciones de pago han sido modificadas o cuentan con condiciones de pago especiales como prórroga, readecuación o refinanciamiento. La propuesta dispone que el impacto de estas operaciones debe analizarse a nivel de deudor, en línea con un enfoque integral de riesgo de crédito.

Asimismo, se establece que la calificación asignada a estos deudores deberá mantenerse por un período prudencial antes de autorizar mejoras, con el propósito de observar su comportamiento de pago bajo las nuevas condiciones pactadas. Esta calificación deberá conservarse mientras el deudor mantenga al menos una operación con condiciones especiales. 

Uso del modelo estándar para el cálculo de estimaciones crediticias

23)	En atención a la necesidad de asegurar la constitución de las estimaciones requeridas para prever los riesgos de pérdidas y promover la estabilidad y solvencia de las entidades supervisadas, de conformidad con las potestades establecidas en el artículo 131, incisos m) y q), de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, resulta necesario condicionar la distribución de utilidades, excedentes u otros beneficios patrimoniales al cumplimiento previo del porcentaje mínimo del requerimiento incremental exigible para cada año, conforme al Transitorio III del presente Reglamento o en el caso que la entidad no cuente con utilidades retenidas o excedentes acumulados suficientes para constituir la reserva patrimonial establecida en el artículo 35. Tratamiento contable de las estimaciones cuando se utilicen modelos internos.

24)	El monto de estimaciones que se calcula con el modelo estándar constituye el nivel mínimo prudencial de cobertura por riesgo de crédito para las entidades que utilizan únicamente el modelo estándar. En el caso de las entidades que cuenten con resolución de no objeción para el uso de modelos internos, el nivel mínimo prudencial se determinará conforme al régimen previsto en este reglamento, que exige, como mínimo, la suma de las estimaciones por las pérdidas crediticias esperadas establecidas bajo el modelo interno y las reservas patrimoniales prudenciales que sean necesarias para alcanzar el monto de estimaciones calculado mediante el modelo estándar. Si la entidad no tiene suficientes utilidades retenidas o excedentes acumulados, o reservas similares para cubrir ese requerimiento; no podrá distribuir utilidades o excedentes hasta que pueda crear las reservas requeridas.

Uso de modelos internos para el cálculo de estimaciones crediticias

25)	El presente reglamento actualiza el modelo estándar para la constitución de estimaciones específicas por riesgo de crédito, alineándolo con el enfoque de pérdida crediticia esperada contemplado en la NIIF-9, mediante el uso de parámetros como la probabilidad de incumplimiento (PD), la pérdida dado el incumplimiento (LGD) y la exposición en caso de incumplimiento (EAD), segmento, categoría y perfil de riesgo. Adicionalmente, se faculta a las entidades supervisadas para constituir reservas patrimoniales prudenciales adicionales, debidamente individualizadas, cuando decidan mantener niveles de cobertura superiores al mínimo regulatorio, asegurando que dichas reservas se registren en el patrimonio y no formen parte de la estimación de pérdidas crediticias esperadas reconocida en los estados financieros bajo el marco NIIF, con el fin de preservar la solvencia, reforzar el enfoque prudencial y garantizar la transparencia del tratamiento contable. Lo anterior, bajo el entendido que la entidad posea utilidades acumuladas o excedentes retenidos suficientes para constituir esas reservas, o reservas similares con las cuales cubrirlas.

26)	El reglamento establece un régimen específico para las entidades que opten por utilizar modelos internos basados en pérdida esperada, sujeto a un proceso de no objeción por parte de la superintendencia, que comprende: (i) un período de prueba en el que los modelos internos se aplican y monitorean en paralelo con el modelo estándar; y (ii) la posibilidad, una vez obtenida la no objeción, de utilizar dichos modelos internos como base para el registro contable de las pérdidas crediticias esperadas, con la obligatoriedad de constituir reservas patrimoniales prudenciales adicionales cuando las estimaciones regulatorias calculadas mediante el modelo estándar superen las pérdidas crediticias esperadas determinadas bajo el marco contable NIIF.

27)	Los requisitos para la aplicación de modelos internos se definirán mediante lineamientos técnicos de este reglamento que orienten su implementación de forma clara y uniforme. Dichos lineamientos servirán como referencia para garantizar consistencia entre participantes y áreas involucradas. Asimismo, se ajustan y actualizan los requisitos vigentes, integrando todos los criterios técnicos en un único instrumento operativo que simplifique su consulta y facilite su aplicación práctica. De esta manera, se busca contar con un marco técnico coherente, accesible y unificado, que contribuya a la eficiencia y transparencia en la gestión de modelos internos.
Garantías

28)	Asimismo, se considera razonable la aceptación de garantías como mitigadores de riesgo aún en las categorías de mayor riesgo, pero ponderando su valor a menos de un cien por ciento. La experiencia con la aplicación del Acuerdo Conassif 14-21 relativo a las garantías, y la efectividad de estas para mitigar el riesgo de crédito, sugiere que es conveniente reducir el número de garantías que pueden utilizarse como mitigadores para el cálculo de estimaciones, con el fin de reconocer únicamente aquellas que representen una reducción real y efectiva de la exposición al riesgo de crédito.

Categorías de riesgo

29)	Se mantienen las ocho categorías de riesgo que se alinean con las tres etapas de NIIF-9. Las dos primeras categorías corresponden a la Etapa 1 ‘Operaciones en riesgo normal’, la tercera y cuarta categoría a la Etapa 2 ‘Operaciones en vigilancia especial’ y las cuatro últimas categorías corresponden a la Etapa 3 ‘Operaciones en dudosa recuperación’ de NIIF-9.

Perfiles de riesgo

30)	Se definieron cuatro perfiles de riesgo —bajo, medio-bajo, medio-alto y alto— para analizar el comportamiento del riesgo y facilitar su gestión. Estos perfiles se aplican a cada segmento regulatorio y a las ocho categorías de riesgo del modelo.

La construcción de estos perfiles se basó en información histórica de incumplimientos, es decir, en datos que reflejan el comportamiento observado de las operaciones de crédito. A partir de esta información, se identificaron patrones comunes que permitieran diferenciar los distintos niveles de riesgo de manera objetiva y coherente.

Para lograrlo, se utilizó la técnica de clustering, un método estadístico que agrupa elementos similares entre sí, en función del valor de una o más variables numéricas. En otras palabras, el clustering permite crear grupos (o clúster) dentro de los cuales, los elementos se parecen mucho entre sí, pero difieren de los que pertenecen a otros grupos.

Una vez formados los grupos, se calculó el valor promedio de cada uno, que representa el comportamiento típico de los elementos que lo componen.

Luego, estos valores se ajustaron para mantener la consistencia entre los diferentes segmentos y categorías, asegurando que los resultados fueran comparables y coherentes dentro del conjunto general del modelo.

Finalmente, los valores ajustados obtenidos se asignaron a cada combinación específica de segmento, categoría y perfil de riesgo, lo que permitió contar con una estructura homogénea, clara y basada en evidencia para evaluar el riesgo de manera más precisa.

Modelo estándar y uso opcional de modelos internos basados en pérdida esperada

31)	La adopción del enfoque de pérdida crediticia esperada de NIIF-9 en el marco regulatorio costarricense requiere un esquema que combine: (i) un modelo estándar común y de aplicación general para todas las entidades supervisadas por la Sugef, y (ii) la posibilidad de que, de manera estrictamente opcional y sujeta a condiciones de idoneidad y supervisión reforzada, algunas entidades utilicen modelos internos basados en modelos avanzados de riesgo de crédito. Para estos efectos, el presente reglamento establece un marco compuesto por los siguientes elementos:

a)	Modelo estándar de aplicación general: constituye el régimen base y permanente para la determinación de las estimaciones mínimas específicas por riesgo de crédito, alineado con el enfoque de pérdida esperada de NIIF-9 y basado en parámetros regulatorios de probabilidad de incumplimiento (PD), pérdida dado el incumplimiento (LGD) y exposición en caso de incumplimiento (EAD), por segmento y categoría de riesgo. Este modelo estándar se aplica a todas las entidades y contempla, además, la posibilidad de que, con fundamento técnico suficiente, se constituyan reservas patrimoniales prudenciales adicionales debidamente individualizadas, cuando la entidad decida mantener niveles de cobertura superiores al mínimo regulatorio, sin que dichas reservas modifiquen el reconocimiento contable de las pérdidas crediticias esperadas en los estados financieros preparados bajo el marco NIIF.

b)	Modelos internos en período de prueba (uso opcional): para aquellas entidades que así lo decidan y cumplan las condiciones de idoneidad definidas por la superintendencia, el reglamento habilita el desarrollo y aplicación de modelos internos basados en pérdida esperada (PD, LGD y EAD por segmento), los cuales se utilizan en paralelo con el modelo estándar durante un período de prueba de hasta veinticuatro (24) meses, contado a partir de la comunicación formal de intención (T0). Durante este período, las entidades deben calcular y reportar simultáneamente los resultados del modelo estándar y del modelo interno, someter estas últimas a evaluaciones de un experto independiente y cumplir con los lineamientos de criterios para la no objeción, sin sustituir en esta etapa al modelo estándar como base para el registro contable de las pérdidas crediticias esperadas.

c)	Uso de modelos internos con no objeción (uso opcional): una vez concluido satisfactoriamente el período de prueba y verificado el cumplimiento de los lineamientos de criterios para la no objeción, la superintendencia podrá emitir una resolución de no objeción al uso de modelos internos, permitiendo que la entidad que optó por este esquema utilice los resultados de dichos modelos como base para el registro contable de las pérdidas crediticias esperadas, sin perjuicio de que el modelo estándar continúe calculándose y reportándose como referencia supervisora y métrica de comparación. En estos casos, cuando las estimaciones mínimas regulatorias resulten superiores a las pérdidas crediticias esperadas determinadas conforme a modelos internos y al marco NIIF, la diferencia deberá reconocerse como una reserva patrimonial prudencial adicional, debidamente individualizada, de conformidad con las disposiciones de este reglamento, preservando el enfoque prudencial, la transparencia contable y la alineación con la NIIF-9.

Consideración sobre la emisión de Lineamientos Generales para la aplicación del Reglamento

32)	Para la implementación del presente Reglamento, la Superintendencia General de Entidades Financieras emitirá los Lineamientos Generales correspondientes, mediante acuerdo del Superintendente General de Entidades Financieras.

Estos lineamientos tendrán como finalidad precisar los requerimientos operativos, técnicos y tecnológicos necesarios para la aplicación del Reglamento, sin modificar, ampliar o restringir el contenido normativo aprobado por el Conassif.


Considerando sobre el tratamiento tributario de estimaciones, reservas y provisiones

33)	La Ley de fortalecimiento de las finanzas públicas, Ley 9635, publicada en el Alcance 202 al diario oficial La Gaceta 225 del 4 de diciembre de 2018, adicionó el literal v) al artículo 8, Gastos deducibles, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley 7092, de 21 de abril de 1988. Según éste: ‘v) Tratándose de entidades financieras supervisadas por las superintendencias adscritas al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), las sumas para constituir estimaciones, reservas o provisiones autorizadas por los órganos de supervisión o que deban mantener, obligatoriamente, dichas entidades en cumplimiento de las disposiciones emitidas y de conformidad con los límites técnicos establecidos, en ambos casos, por los órganos de supervisión. Dichas reservas serán debidamente individualizadas en los libros y los balances de las entidades. Las superintendencias y el Conassif deberán consultar con el Ministerio de Hacienda la regulación que se emita que tenga incidencia tributaria’.

Consideración sobre la consulta externa

34)	El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante el artículo 10 del acta de la sesión 2023-2026, celebrada el 25 de mayo de 2026, remitió en consulta externa la propuesta de emisión del Reglamento sobre Cálculo de Estimaciones Crediticias, Acuerdo Sugef 1-26, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227. Como resultado de esta consulta se recibieron comentarios y observaciones que, una vez valorados, fueron considerados en lo pertinente en la propuesta reglamentaria.

35)	El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante el artículo 4 del acta de la sesión 2030-2026, celebrada el 22 de junio de 2026, dispuso ampliar en diez días hábiles el plazo otorgado para la recepción de comentarios y observaciones respecto de la propuesta de emisión del Reglamento sobre Cálculo de Estimaciones Crediticias, Acuerdo Sugef 1-26.

Consideraciones sobre la Evaluación Costo Beneficio

36)	La evaluación costo-beneficio de la regulación se realiza de conformidad con lo establecido en los artículos 1 y 12 de la Ley de protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley 8220 y en los artículos 12, 12bis, 13, 13 bis y 56 al 60bis del Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, 37045-MP-MEIC. Dicha regulación indica que la Administración Pública debe realizar un análisis de impacto regulatorio mediante una evaluación costo-beneficio antes de emitir cualquier nueva regulación o reformar las existentes, cuando establezcan trámites, requisitos y procedimientos que deba cumplir el administrado ante la Administración. De dicho análisis se determinó que la regulación no establece ni modifica trámites, requisitos o procedimientos que el administrado deba cumplir ante la Administración Central, por lo que no se realiza este control previo.

dispuso:

aprobar el Reglamento sobre Cálculo de Estimaciones Crediticias, Acuerdo Sugef 1-26, de acuerdo con el texto que se transcribe a continuación:



REGLAMENTO SOBRE CÁLCULO DE ESTIMACIONES CREDITICIAS

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES

Artículo 1. Objeto

Este Reglamento tiene por objeto establecer la metodología para la identificación, medición y cuantificación del riesgo de crédito de las operaciones crediticias y de los deudores, así como para la constitución, registro y ajuste de las estimaciones correspondientes, con el fin de salvaguardar la estabilidad y solvencia de las entidades supervisadas.

Artículo 2. Alcance

Las disposiciones establecidas en este Reglamento son de aplicación exclusiva a las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).

Se exceptúan de la aplicación de este Reglamento, las operaciones de crédito realizadas por las entidades supervisadas por Sugef, mediante operaciones diferidas de liquidez, en moneda nacional y extranjera y bajo la modalidad no garantizada, cuando la contraparte directa sea el Banco Central de Costa Rica.

Artículo 3. Definiciones

Para los propósitos de este Reglamento se tendrán por aplicables las definiciones establecidas en el marco de regulación vigente, en adición a las siguientes:

a)	Capacidad de pago: Situación financiera y capacidad del deudor para generar flujos de efectivo en el giro normal de su negocio o a partir de la remuneración de su trabajo y del rendimiento de su capital, que le permitan atender sus obligaciones financieras en las condiciones pactadas.

b)	Comportamiento de pago histórico: Antecedentes crediticios del deudor en la atención de sus obligaciones financieras durante los últimos cuatro años, independientemente de si estas se encuentran vigentes o extintas a la fecha de corte.

c)	Crédito revolutivo: Operación crediticia que faculta al deudor el uso de fondos hasta un límite preautorizado, en la cual cada pago habilita nuevamente la disponibilidad de fondos dentro de límite pactado, tales como líneas de crédito, tarjetas de crédito, sobregiros, y otras operaciones crediticias de naturaleza similar.

d)	Deudor: Persona que recibe fondos o facilidades crediticias de la entidad en forma directa. Adicionalmente, se considerará como tal, al descontatario en caso de un contrato de descuento, el cedente en una cesión con recurso, al obligado a pagar un documento en una cesión sin recurso, y a la persona a la que la entidad concede un aval o garantía.

e)	Deudor con operación especial: Deudor que tiene al menos una operación clasificada como especial, lo cual provoca que todas sus demás operaciones crediticias que mantenga en esa entidad se califiquen como especiales.

f)	Exposición: Corresponde al monto expuesto al riesgo, equivalente al saldo total adeudado de la operación crediticia.

g)	Exposición en caso de incumplimiento (EAD por sus siglas en inglés: Exposure at Default): Corresponde al monto expuesto al riesgo en el momento del incumplimiento.

h)	Morosidad: El mayor número de días de atraso en el pago de principal, intereses, otros productos y cuentas por cobrar asociados a la operación crediticia, contados a partir del primer día de atraso, que presenta el deudor en la atención de sus operaciones crediticias en la entidad a una fecha determinada según las condiciones contractuales de pago.

i)	Operación back to back: Operación crediticia cuyo saldo total adeudado se encuentra totalmente cubierto mediante un contrato entre la entidad acreedora y el deudor, en el que ambos acuerdan expresamente, que en caso de incumplimiento de las condiciones pactadas, la entidad acreedora, de manera incondicional, inmediata e irrevocable, realizará la compensación del saldo total adeudado de la operación crediticia contra las sumas de dinero en efectivo que le han sido entregadas, o contra instrumentos de deuda emitidos por ella misma, que se encuentran en su poder y traspasados a favor de la entidad al amparo de dicho contrato, produciéndose con tal compensación la extinción de las deudas compensadas y liberándose tanto al deudor como a la entidad de cualquier obligación producto de dicha operación.

j)	Operación especial: Operación que ha sido refinanciada, readecuada o prorrogada (incluye cualquier combinación de estas modalidades), en al menos dos ocasiones durante los últimos 24 meses. Asimismo, también será considerada operación especial aquella que, por efecto de contagio, deba clasificarse bajo esta condición aun cuando no presente necesariamente dichas circunstancias.

Cuando una operación nueva ha sido originada producto de otra(s) operación(es) previamente existente(s), la nueva operación incluirá las modificaciones previas de la(s) operación(es) que está(n) siendo liquidada(s), ya sea de manera total o parcial. En los casos de liquidación parcial, tanto la nueva operación como la operación anterior deberán ser reportadas como operaciones modificadas.

Cuando la Sugef, en sus labores de supervisión, determine la existencia de una operación especial, comunicará a la entidad las operaciones que deban clasificarse como operaciones especiales y las razones por las cuales ha considerado necesario efectuar dicha reclasificación.

k)	Operación prorrogada: Operación crediticia en la que por lo menos un pago total o parcial de principal o intereses ha sido postergado a una fecha futura en relación con las condiciones contractuales vigentes.

l)	Operación readecuada: Operación crediticia en la que se modifica por lo menos una de las condiciones de pago contractuales vigentes con excepción de la prórroga definida en el literal k) y de modificaciones en el plazo del crédito o en el monto de la cuota, derivada de prepagos.
m)	Operación refinanciada: Operación crediticia mediante la cual se cancela total o parcialmente o se pone al día, una o varias operaciones preexistentes del mismo deudor mediante la constitución de una nueva operación crediticia. En caso de la cancelación total de una operación crediticia, la nueva operación crediticia se considerará como refinanciada. En el caso de una cancelación parcial, tanto la operación crediticia nueva como la ya existente serán consideradas como operaciones refinanciadas.

n)	Pérdida dado incumplimiento (LGD por sus siglas en inglés: Loss Given Default): Porcentaje de la exposición que se pierde en caso de incumplimiento.

o)	Pérdida dado incumplimiento mínimo combinado: Parámetro que establece el piso mínimo de la pérdida dado incumplimiento cuando una exposición cuente con más de un tipo de mitigador. Se determina como el promedio ponderado de los pisos mínimos de LGD definidos para cada tipo de mitigador reconocido, utilizando como ponderadores la participación relativa de cada mitigador dentro del total de mitigadores aplicables a la exposición.

p)	Probabilidad de incumplimiento (PD por sus siglas en inglés: Probability of Default): Es una métrica prospectiva sobre la tasa de incumplimiento esperada para un horizonte de 12 meses, asociada a cada segmento crediticio y la categoría de riesgo, considerando para su pronóstico posibles escenarios.

q)	Probabilidad de incumplimiento por la vida remanente de la operación (LTPD por sus siglas en inglés: Lifetime Probability of Default): Es una métrica prospectiva sobre la tasa de incumplimiento esperada para el plazo remanente de la operación, asociada a cada segmento crediticio, considerando para su pronóstico posibles escenarios.

r)	Saldo total adeudado: Suma de saldo de principal directo y contingente, intereses, otros productos y cuentas por cobrar asociados a una operación crediticia.

s)	Tasa de incumplimiento (TI): Número de operaciones de crédito en incumplimiento dividido entre el total de operaciones de crédito, en un horizonte temporal determinado.

t)	Valor ajustado de la garantía: Es el resultado de multiplicar el último valor de tasación de la garantía, por el factor de descuento y por el porcentaje de recuperación aplicable.


Artículo 4. Lineamientos Generales

Mediante resolución y de conformidad con lo dispuesto en este Reglamento, el Superintendente General de Entidades Financieras podrá emitir los lineamientos generales necesarios para su aplicación. Los lineamientos generales tendrán carácter técnico-operativo y se limitarán a precisar aspectos instrumentales, operativos y de reporte necesarios para la ejecución del presente Reglamento.

Estos lineamientos generales podrán ser modificados por el Superintendente cuando lo considere conveniente.


TÍTULO II

MODELO ESTÁNDAR

CAPÍTULO I

SEGMENTACIÓN

Artículo 5. Segmentación de la cartera de créditos

La cartera de crédito debe clasificarse en los siguientes segmentos:

a)	Créditos revolutivos de consumo a personas físicas.

b)	Créditos para vehículos:  Créditos otorgados a personas físicas o jurídicas, cuyo destino exclusivo sea la adquisición del vehículo para uso personal por parte de una persona física.

c)	Créditos de consumo regular: Créditos de consumo a personas físicas con características diferentes a las definidas en los literales anteriores.

d)	Créditos para vivienda a personas físicas y personas jurídicas.

e)	Empresarial: Créditos cuyo destino sea micro y pequeña empresa, mediana empresa, gran empresa (conocidos como corporativos) y Gobierno Central, de acuerdo con la siguiente clasificación:

1)	Empresarial 1: Personas jurídicas y físicas cuyo saldo total adeudado, excluyendo los créditos para vivienda a que se refiere el literal d) anterior, en la entidad financiera durante los últimos 12 meses haya superado los 1.000 millones de colones en al menos una ocasión. Asimismo, se clasifican en este segmento los siguientes:

i)	Persona jurídica que pertenece a un grupo de interés económico reportado por la entidad a la Sugef.

ii)	Entes y órganos que conforman las instituciones del Sector Público, según la “Clasificación Institucional del Sector Público” publicada por el Ministerio de Hacienda.

iii)	Entidad supervisada por la Sugef o por alguna Superintendencia adscrita al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. 


2)	Empresarial 2: Personas jurídicas y físicas no clasificadas en el segmento Empresarial 1 y cuyo saldo total adeudado, excluyendo los créditos para vivienda a que se refiere el literal d) de este artículo, en la entidad financiera durante los últimos 12 meses haya superado los 500 millones de colones por lo menos en una oportunidad.

3)	Empresarial 3: Personas jurídicas y físicas no clasificadas en alguno de los segmentos anteriores. También, se clasifican en este segmento los créditos revolutivos de consumo a personas jurídicas.

Una vez que el deudor sea clasificado en los segmentos Empresarial 1 o Empresarial 2, todas sus operaciones se clasificarán en el segmento empresarial que corresponda (Empresarial 1 o Empresarial 2), incluidas las operaciones de vivienda y aquellas que previamente se hubiesen clasificado en otros segmentos.

En el caso de los segmentos Empresarial 1 y Empresarial 2, el saldo total adeudado a que se refieren los numerales 1) y 2) se determinará excluyendo los créditos para vivienda indicados en el literal d) de este artículo.

CAPÍTULO II

CATEGORÍAS DE CALIFICACIÓN

Artículo 6. Categorías de riesgo

La entidad debe calificar en categorías de riesgo, las operaciones crediticias o los deudores, según corresponda, de acuerdo con su clasificación en alguno de los segmentos definidos en el artículo 5 de este Reglamento, de conformidad con los siguientes enfoques:

a)	Deberá aplicarse un enfoque de calificación por operación crediticia, en el caso de los segmentos indicados en los literales del a) al d), y en el numeral 3 del literal e) del artículo 5 de este Reglamento.

b)	Deberá aplicarse un enfoque de calificación por deudor, en el caso de los numerales 1 y 2 del literal e) artículo 5 de este Reglamento.

Para los efectos de esta calificación bajo el modelo estándar, se establecen ocho categorías de riesgo, las cuales se identifican con 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8 correspondiendo la categoría de riesgo 1 a la de menor riesgo de crédito y la categoría 8 a la de mayor riesgo de crédito.

Artículo 7. Análisis de la capacidad de pago

La entidad debe calificar la capacidad de pago de los deudores clasificados en el segmento Empresarial 1 o en el segmento Empresarial 2, tanto en la etapa de otorgamiento del crédito como en las etapas de seguimiento y control, con base en las metodologías aprobadas por el Órgano de Dirección. Estas metodologías deben ser consistentes con sus políticas crediticias y congruentes con el tipo de deudor de que se trate, las líneas de negocio y los productos crediticios. Las metodologías deberán considerar, al menos, los siguientes aspectos:

a)	Situación financiera, ingreso neto y flujos de efectivo esperados: Análisis de la fortaleza financiera del deudor y de la estabilidad y continuidad de sus fuentes principales de ingresos. La efectividad del análisis depende de la calidad y oportunidad de la información utilizada.

b)	Antecedentes del deudor y del negocio: Análisis de la experiencia en el giro del negocio y la calidad de la administración.

c)	Situación del entorno sectorial: Análisis de las principales variables del sector que afectan la capacidad de pago del deudor.

d)	Vulnerabilidad ante cambios en la tasa de interés y el tipo de cambio: Análisis, bajo escenarios de estrés, de la capacidad del deudor para enfrentar cambios en la tasa de interés y el tipo de cambio.

e)	Otros factores: Análisis de otros factores que pueden incidir sobre la capacidad de pago del deudor. Los aspectos que pueden evaluarse son, entre otros, los ambientales, tecnológicos, patentes y permisos de explotación, representación de productos o casas extranjeras, relación con clientes y proveedores significativos, contratos de venta, riesgos legales y riesgo país (cuando corresponda).

En el caso de las operaciones clasificadas en los segmentos indicados en los literales del a) al d), y el numeral 3 del literal e) del artículo 5 de este Reglamento, la entidad deberá llevar a cabo el análisis de la capacidad de pago del deudor en la etapa de otorgamiento y durante la vida del crédito de manera proporcional a la naturaleza, monto y perfil de riesgo de la operación y del segmento de que se trate. Las metodologías que aplique la entidad para la calificación de la capacidad de pago del deudor pueden apoyarse en análisis estadísticos a partir de portafolios crediticios, determinados por la propia entidad financiera con base en características comunes entre los deudores que sean de utilidad para establecer esquemas de calificación de capacidad de pago. La calificación de la capacidad de pago del deudor debe establecerse bajo escenarios de estrés, conforme a la naturaleza y materialidad de la cartera y con base en las metodologías aprobadas por el Órgano de Dirección.

Cuando el deudor cuente con una calificación de riesgo emitida por una agencia calificadora, esta debe considerarse como un elemento adicional en la evaluación de la capacidad de pago del deudor. Para el uso de las calificaciones rige lo dispuesto en el artículo 13 de este Reglamento.

Artículo 8. Clasificación de la capacidad de pago

La entidad debe clasificar la capacidad de pago de los deudores en los segmentos Empresarial 1 y Empresarial 2 en los siguientes niveles:

a)	Nivel 1: El deudor tiene capacidad de pago suficiente para atender sus obligaciones en las condiciones pactadas,

b)	Nivel 2: El deudor presenta debilidades leves en la capacidad de pago que podrían afectar su capacidad de atender sus obligaciones en las condiciones pactadas,

c)	Nivel 3: El deudor presenta debilidades graves en la capacidad de pago que afectan su capacidad de atender sus obligaciones en las condiciones pactadas, y

d)	Nivel 4: El deudor no cuenta con capacidad de pago para atender sus obligaciones en las condiciones pactadas.

En los lineamientos generales de este Reglamento se definirán los aspectos mínimos que debe considerar la entidad en sus evaluaciones de la capacidad de pago de estos deudores.

Artículo 9. Análisis del comportamiento de pago histórico

Las entidades supervisadas por la Sugef deben evaluar el comportamiento de pago histórico del deudor con base en el nivel de comportamiento de pago histórico asignado al deudor por el Centro de Información Crediticia (CIC) de la Sugef.

Artículo 10. Clasificación del comportamiento de pago histórico

La entidad debe clasificar el comportamiento de pago histórico según los siguientes niveles:

a)	Nivel 1: el comportamiento de pago histórico es bueno,

b)	Nivel 2: el comportamiento de pago histórico es aceptable, y

c)	Nivel 3: el comportamiento de pago histórico es deficiente.

En ningún caso el nivel que la entidad asigne a un deudor puede ser un nivel de riesgo menor al nivel de comportamiento de pago histórico asignado a ese deudor por el CIC de la Sugef.

Los lineamientos generales a este Reglamento detallarán la metodología para calcular el nivel de comportamiento de pago histórico de los deudores utilizada por el CIC de la Sugef.

Artículo 11. Calificación de riesgo

La entidad debe calificar los créditos clasificados en los segmentos indicados en los literales del a) al d), y el numeral 3 del literal e) del artículo 5 de este Reglamento de acuerdo con los parámetros de: morosidad de la operación, determinada al cierre del mes en curso y el nivel de comportamiento de pago histórico del deudor; para estos segmentos, la calificación se realizará conforme al siguiente cuadro:

Segmentos:
Créditos revolutivos de consumo, créditos para vehículos, créditos de consumo regular,
 créditos para vivienda y segmento Empresarial 3

	ETAPAS
	CATEGORÍAS
	CANTIDAD DE DÍAS DE MOROSIDAD EN LA OPERACIÓN
	CPH

	Etapa 1
	1
	Al día o hasta 5 días de morosidad.
	Nivel 1

	
	2
	Hasta 30 días.
	Nivel 1 o Nivel 2 

	Etapa 2
	3
	Hasta 60 días.
	Nivel 1 o Nivel 2

	
	4
	Hasta 90 días.
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3

	Etapa 3
	5
	Hasta 120 días. 
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3

	
	6
	Hasta 150 días.
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3

	
	7
	Hasta 180 días.
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3

	
	8
	De 181 días en adelante. 
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3



En el caso de los deudores clasificados en los segmentos indicados en los numerales 1 y 2 del literal e) del artículo 5 de este Reglamento, la entidad debe calificar los deudores de acuerdo con los siguientes parámetros: morosidad máxima del deudor en la entidad al cierre del mes en curso, del nivel de comportamiento de pago histórico del deudor y del nivel de capacidad de pago del deudor; para estos segmentos, la calificación se realizará conforme al siguiente cuadro:

Segmentos:
Empresarial 1 y Empresarial 2

	ETAPAS
	CATEGORÍAS
	CANTIDAD DE DÍAS DE MOROSIDAD EN LA OPERACIÓN
	CPH
	
CAPACIDAD DE PAGO

	Etapa 1
	1
	Al día o hasta 5 días de morosidad.
	Nivel 1
	Nivel 1

	
	2
	Hasta 30 días.
	Nivel 1 o Nivel 2 
	Nivel 1 o Nivel 2

	Etapa 2
	3
	Hasta 60 días.
	Nivel 1 o Nivel 2
	Nivel 1 o Nivel 2

	
	4
	Hasta 90 días.
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3

	Etapa 3
	5
	Hasta 120 días. 
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3 o Nivel 4

	
	6
	Hasta 150 días.
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3 o Nivel 4

	
	7
	Hasta 180 días.
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3 o Nivel 4

	
	8
	De 181 días en adelante. 
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3
	Nivel 1 o Nivel 2 o Nivel 3 o Nivel 4



Las ocho categorías de riesgo señaladas en los cuadros anteriores se asocian, de manera conceptual, con las tres etapas de clasificación establecidas en la NIIF-9. Esta asociación permite una alineación técnica entre la evaluación interna del deterioro crediticio y el modelo de pérdida esperada definido por la normativa contable internacional.

Las etapas referenciadas son las siguientes:

a)	Etapa 1: Operaciones en riesgo normal, en esta fase no existe evidencia de incremento significativo de riesgo desde el reconocimiento inicial de la operación. Incluye la categoría 1 y la categoría 2.

b)	Etapa 2: Operaciones en vigilancia especial, se observa incremento significativo de riesgo de crédito desde el reconocimiento inicial de la operación. Incluye las categorías 3 y 4.

c)	Etapa 3: Operaciones de dudosa recuperación. En esta etapa se clasifican las operaciones de crédito que presentan evidencia de deterioro, como operaciones morosas o para las que existe una alta probabilidad de incumplimiento de pago. Incluye las categorías 5, 6, 7 y 8.

Cuando una entidad no mantenga una autorización vigente por parte del deudor para que se consulte su información crediticia en el CIC de la Sugef, deberá calificar, al deudor o sus operaciones, en la categoría de riesgo 4, u otra de mayor riesgo cuando corresponda según los criterios de calificación establecidos en este Reglamento.

Artículo 12. Calificación directa en categoría de riesgo 8 

La entidad debe calificar en la categoría de riesgo 8 las siguientes operaciones:

a)	Las operaciones con saldos respecto de las cuales se haya exigido, judicialmente, su reembolso mediante la ejecución de la garantía, aun cuando se mantengan garantizados, así como las operaciones sobre las que el deudor haya promovido un litigio y de cuya resolución dependa su cobro efectivo.

b)	Las operaciones en las que se haya iniciado el proceso de ejecución de la garantía real, incluyendo las operaciones de arrendamiento financiero en las que la entidad haya decidido rescindir el contrato para recuperar la posesión del bien.

c)	Las operaciones cuyos titulares hayan sido declarados en concurso o respecto de los cuales conste que se vaya a declarar en concurso.

d)	Las operaciones respaldadas con garantías concedidas por garantes o avalistas declarados en concurso, o respecto de los cuales conste que se vaya a declarar en concurso o que sufran un deterioro notorio e irrecuperable de su solvencia, aun cuando el beneficiario del aval no haya reclamado su pago. Lo anterior siempre y cuando el deudor presente problemas en su capacidad de pago que le impidan cancelar el crédito conforme al respectivo contrato.

e)	Los deudores cuyo expediente de crédito no sea entregado en el plazo establecido y según lo requerido, se recalificarán en la categoría de riesgo 8, conforme a lo dispuesto en el artículo 36 de este Reglamento.

Las operaciones a que hace referencia este artículo se consideran en incumplimiento para el cómputo de estimaciones previstas en este Reglamento.

Artículo 13. Uso de calificaciones

Para efectos de este Reglamento, se aceptan las calificaciones públicas de riesgo emitidas bajo criterios internacionales por las agencias calificadoras Standard & Poor’s, Moody's y Fitch (ver anexo 2), así como las calificaciones otorgadas por las agencias calificadoras costarricenses autorizadas por la Sugeval, siempre que se encuentren dentro de su periodo de vigencia. En el caso de los títulos valores emitidos por el Banco Central de Costa Rica se debe utilizar la calificación soberana de Costa Rica por tipo de moneda. Las calificaciones emitidas por las agencias calificadoras autorizadas por la Sugeval deben ser homologadas con las calificaciones de las agencias internacionales, conforme a la metodología que se define en los lineamientos generales.

Debe utilizarse la calificación de largo plazo para todas las operaciones crediticias. Cuando el garante solo cuente con una calificación de corto plazo, ésta solo puede utilizarse para las operaciones crediticias cuya fecha de vencimiento esté dentro del plazo que abarca la calificación de corto plazo. Cuando existan dos calificaciones de dos agencias calificadoras respecto de un mismo emisor, se aplicará la de mayor riesgo. Cuando existan más de dos calificaciones de diferentes agencias calificadoras de un mismo emisor, se considerará la segunda de mayor riesgo. En caso de que la emisión tenga una calificación de riesgo propia, debe usarse esta calificación y no la del emisor.



CAPÍTULO III

ESTIMACIONES

SECCIÓN I

ESTIMACIONES

Artículo 14. Tasa de Incumplimiento

La entidad debe calcular el monto de la estimación específica de cada operación crediticia, multiplicando la exposición en caso de incumplimiento regulatoria (EADR) calculada según el artículo 16 de este Reglamento, por la pérdida en caso de incumplimiento regulatoria (LGDR) calculada según el artículo 21 de este Reglamento y por la tasa de incumplimiento regulatoria (TI).

La TI regulatoria será determinada por la Superintendencia conforme a lo establecido en el artículo 15 de este Reglamento, y dichas TI serán suministradas por la Superintendencia a través de los lineamientos generales.

En el caso de créditos garantizados mediante avales, se aplica el tratamiento dispuesto en el artículo 22 de este Reglamento.

La Superintendencia, mediante resolución razonada, podrá variar las tasas de incumplimiento con la periodicidad que considere prudencialmente conveniente. Dichos cambios serán informados a las entidades mediante los lineamientos generales, y entrarán en vigor de acuerdo con la gradualidad que establezca la Superintendencia.

Artículo 15. Perfiles de riesgo específicos por tipo de segmento 

Para efectos de la aplicación de la TI, se establece la asignación de perfiles de riesgo específicos por tipo de segmento, con el objetivo de mejorar la precisión en el cálculo de las estimaciones crediticias.

Los perfiles de riesgo se clasifican en las siguientes categorías: riesgo bajo, riesgo medio bajo, riesgo medio alto y riesgo alto. Estos perfiles serán comunicados a cada entidad mediante resolución emitida por la Superintendencia.

La asignación de estos perfiles se realizará por segmento y por categoría de riesgo, manteniendo la segmentación vigente establecida en el artículo 5 de este Reglamento.

SECCIÓN II

EXPOSICIÓN EN CASO DE INCUMPLIMIENTO

Artículo 16. Exposición en caso de incumplimiento

La exposición en caso de incumplimiento regulatoria (EADR) para créditos directos será igual al saldo total adeudado de la operación, el cual consiste en la suma de saldo de principal directo, intereses, otros productos y cuentas por cobrar asociados a una operación crediticia directa.

La EADR para créditos contingentes será igual al resultado de multiplicar el saldo de principal contingente por el factor de equivalencia de crédito, y sumar los otros productos y cuentas por cobrar asociados a la operación crediticia contingente.

Artículo 17. Equivalente de crédito

Las siguientes operaciones crediticias contingentes deben convertirse en equivalente de crédito según el riesgo crediticio que representan. El equivalente de crédito se obtiene mediante la multiplicación del saldo de principal contingente por el factor de equivalencia de crédito de acuerdo con lo siguiente:

a)	Garantías de participación y cartas de crédito de exportación sin depósito previo: 0,05;

b)	Las demás garantías y avales sin depósito previo: 0,25;

c)	Líneas de crédito para tarjetas de crédito: 0,10;

d)	Otras líneas de crédito de utilización automática: 0,50.

La parte del saldo de principal contingente cubierto con depósito previo tendrá un factor de equivalencia de 0,00.

Las restantes operaciones crediticias contingentes sujetas a estimación por riesgo de crédito tendrán un factor de equivalencia de 1,00.

Mediante el anexo 1 de este Reglamento se detallan las referencias contables de las operaciones crediticias contingentes, sujetas a estimación por riesgo de crédito.

SECCIÓN III

PÉRDIDA EN CASO DE INCUMPLIMIENTO

Artículo 18. Garantías

Las garantías que deben considerarse para el cálculo de las estimaciones son los siguientes:

a)	Hipotecas sobre terrenos y/o edificaciones en primer grado y segundo grado con la misma entidad financiera.

b)	Cédula hipotecaria constituida sobre bienes inmuebles en primer grado y segundo grado con la misma entidad financiera.

c)	Operación crediticia otorgada por una entidad supervisada por Sugef. El monto mitigador aplicable será equivalente al noventa por ciento (90%) del saldo de principal neto de la estimación registrado en la entidad cedente, con corte al mes anterior.

Se considerará admisible como mitigador la operación crediticia otorgada por una entidad supervisada, siempre que se cumplan las siguientes condiciones: i) La operación esté vigente y debidamente documentada mediante contrato formal de cesión en garantía; ii) La estimación registrada en la entidad cedente corresponda a una operación directa calificada en categoría de riesgo 1 o 2, según el enfoque de calificación que aplique (por deudor u operación), conforme al presente Reglamento; iii) La garantía de la operación cedida debe estar debidamente inscrita en el Registro Público, cuando corresponda; iv) Las garantías que respaldan la operación cedida permanecerán reconocidas como mitigadores de riesgo en la entidad cedente, salvo que exista el traspaso efectivo de dichas garantías a favor de la entidad receptora y se cumplan las condiciones establecidas en este Reglamento. En ningún caso una misma garantía podrá ser reconocida simultáneamente como mitigador por ambas entidades; y v) Contablemente, las garantías deben permanecer registradas en el código contable dispuesto para tales fines.

d)	Depósitos o instrumentos financieros que respaldan operaciones back to back.

e)	Instrumento de deuda debidamente inscrito en una bolsa de valores autorizada o emitido por el Banco Central de Costa Rica o el Gobierno de Costa Rica.

f)	Instrumento de deuda emitido por una entidad supervisada por la Sugef sin calificación pública otorgada por una agencia calificadora.

g)	Participación en un fondo de inversión abierto debidamente inscrito en la plaza correspondiente. Los fondos de inversión abiertos deben estar inscritos, contar con grado de inversión y no integrar el grupo o conglomerado financiero del deudor.

h)	Participación en un fondo de inversión cerrado debidamente inscrito en una bolsa de valores autorizada. Los fondos de inversión cerrados deben estar inscritos, contar con grado de inversión y no integrar el grupo o conglomerado financiero del deudor.

i)	Cartas de crédito stand-by emitidas por un intermediario financiero. Se considerará admisible como garantía siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

i)	Sea irrevocable, incondicional y de pago inmediato.

ii)	No haya sido emitida por una entidad integrante del grupo vinculado a la entidad que concede el crédito.

El monto mitigador aplicable será: Para efectos de este inciso, las calificaciones de referencia del anexo 2 serán las de largo plazo. Se utilizará la calificación de largo plazo del emisor; cuando el emisor esté domiciliado en Costa Rica, se utilizará su calificación de riesgo en escala nacional emitida por agencias internacionales, si esta existiere, y se homologará a las categorías del anexo 2. De no existir escala nacional para Costa Rica por parte de la agencia internacional, se utilizará la calificación en escala internacional (global) y se homologará a las categorías del anexo 2. 

En ausencia de calificación u homologación aplicable, la carta de crédito stand-by no será admisible como garantía mitigadora bajo este inciso (porcentaje mitigador 0%), debiendo tratarse la exposición como no cubierta. 

1.	Noventa por ciento (90%) del valor facial del documento, cuando la entidad esté calificada en categoría de riesgo 1, 2 o 3, conforme a la homologación de la calificación internacional (ver anexo 2).

2.	Ochenta por ciento (80%) del valor facial del documento, cuando la entidad esté calificada en categoría de riesgo 4 conforme a la homologación de la calificación internacional (ver anexo 2). 

j)	Avales otorgados por el Fondo de Avales y Garantías del Fondo Nacional para el Desarrollo (FONADE) y por el Fondo de Garantías del Fondo especial para el desarrollo de las micros, pequeñas y medianas empresas (FODEMIPYME). La aceptación de estos avales y garantías como mitigadores de riesgo de crédito está sujeto al cumplimiento de cada una de las condiciones establecidas en el Reglamento sobre gestión y evaluación del Riesgo de Crédito para el Sistema de Banca para el Desarrollo, Acuerdo Sugef 15-16.

k)	Fideicomiso de garantía. El fideicomiso de garantía podrá ser reconocido como mitigador del riesgo de crédito únicamente cuando el patrimonio fideicometido esté integrado por bienes inmuebles o títulos valores aceptados como mitigadores, y siempre que cumpla con las siguientes condiciones: 

i)	El fideicomiso se encuentre constituido conforme a las disposiciones establecidas en el Capítulo XII del Código de Comercio. Tanto el contrato de fideicomiso principal como sus adendas identifiquen de manera clara y precisa el crédito o créditos garantizados, así como el procedimiento de venta o remate de los bienes fideicometidos.

ii)	El bien inmueble fideicometido se encuentre debidamente traspasado en propiedad fiduciaria e inscrito a favor del fiduciario en el Registro Nacional, y libre de gravámenes y anotaciones de mayor prelación, preservando el privilegio de persecución y preferencia sobre los bienes inmuebles fideicometidos en favor de los créditos garantizados.

iii)	El fideicomiso sea irrevocable mientras subsista la obligación crediticia garantizada.

iv)	Se indique de manera clara el monto por el cual responde dentro del fideicomiso el bien o bienes inmuebles fideicometidos.

v)	Los títulos valores aceptados como mitigadores deben ser transferidos al patrimonio fideicometido, de conformidad con la ley de circulación aplicable.

vi)	Los bienes susceptibles de aseguramiento que formen parte del patrimonio fideicometido deben contar con las pólizas vigentes transferidas a favor del fideicomiso.

vii)	Los bienes inmuebles fideicometidos deben ser valuados por un profesional independiente, debidamente acreditado por el colegio profesional correspondiente. El monto mitigador de estos bienes se determinará conforme a la metodología prevista para los colaterales reales en el artículo 20 de este Reglamento. Los títulos valores se valuarán a valor de mercado con una frecuencia mensual y su monto mitigador se determinará conforme a la metodología y los porcentajes de ajuste aplicables a los colaterales financieros establecidos en el artículo 20 de este Reglamento.

El fideicomiso de garantía deberá cumplir, además, las condiciones para aplicar la mitigación de garantías establecidas en el artículo 19 de este Reglamento.

El fideicomiso de garantía deberá ser reportado como mitigador por la entidad financiera que ostenta la condición de acreedor de la facilidad crediticia garantizada en el fideicomiso. Cuando existan varios fideicomisarios acreedores, estos deberán estar debidamente identificados en el contrato de fideicomiso y sus adendas, y deberá establecerse expresamente la participación que corresponde a cada uno, sin que una misma participación pueda ser reconocida simultáneamente como mitigador por más de una entidad financiera.

La entidad financiera es responsable de comprobar y documentar el cumplimiento de cada uno de los requisitos anteriores antes de utilizar al fideicomiso como mitigador.

La garantía que respalda más de una operación crediticia debe considerarse según el porcentaje de responsabilidad establecido en el contrato de crédito para el cálculo del valor ajustado de la garantía correspondiente a cada operación crediticia.

En el caso de no estar establecido el porcentaje de responsabilidad, la cobertura de la garantía se calcula en forma proporcional a los saldos totales adeudados de las operaciones crediticias garantizadas. Para los efectos de este cálculo, el saldo total adeudado de las operaciones contingentes debe multiplicarse por el respectivo factor de equivalencia de crédito.

Artículo 19. Condiciones para aplicar la mitigación de garantías

La aplicación del efecto mitigador de las garantías en el cálculo de las estimaciones crediticias queda condicionada al cumplimiento de cada uno de los siguientes aspectos, los cuales se consideran como requisitos mínimos para brindar certeza jurídica sobre la cobrabilidad de las garantías:

a)	Que en los casos en que los bienes requieran inscripción en un Registro Nacional, la garantía esté debidamente inscrita;

b)	Que el mecanismo jurídico de entrega, transferencia, apropiación, adjudicación y liquidación del activo en garantía corresponda a su naturaleza;

c)	Que la garantía sea exigible legalmente de manera incondicional ante un evento de incumplimiento de las obligaciones crediticias.

Es responsabilidad de la entidad financiera, comprobar el cumplimiento de cada uno de los aspectos anteriores antes de aplicar el efecto de mitigación de las garantías.

Artículo 20. Monto mitigador de la garantía

El monto mitigador de las garantías se determinará según la siguiente metodología:

a)	En el caso de colaterales reales, tales como bienes inmuebles, el valor ajustado de la garantía debe calcularse utilizando la siguiente fórmula:

Monto mitigador de garantías= Valor inicial x (1 – Factor x Ln(tiempo)) x Porcentaje de recuperación.

Donde:

Valor inicial: 				El último valor de tasación o valorización del colateral.

Factor: 		El factor de descuento que modifica el valor del colateral por los años transcurridos desde la última valorización o tasación.

Ln: 				Logaritmo natural.

Tiempo: 		Tiempo medido en años, entre la fecha de la última valorización o tasación disponible, y la fecha de corte del cálculo de las estimaciones crediticias. Para los casos en que el resultado sea menor a un año, el valor mínimo a incluir en la fórmula es 1.

Porcentaje de recuperación: 	Porcentaje respecto del último valor de tasación consignado.

En la fórmula previa se debe utilizar el porcentaje de recuperación y factor de descuento según tipo de colateral, de acuerdo con el siguiente cuadro:


	TIPO DE COLATERAL
	PORCENTAJE DE RECUPERACIÓN
	FACTOR DE DESCUENTO POR TIEMPO DESDE LA ÚLTIMA VALORIZACIÓN

	Inmuebles (Terreno y edificaciones)
	70%
	0,15



b)	En el caso de colaterales financieros el monto mitigador de la garantía debe calcularse utilizando la siguiente fórmula:

Monto mitigador de la garantía= Valor inicial x (1 – RC)

Donde:

          Valor inicial:	Es el último valor de mercado del instrumento financiero o el valor nominal en el caso de otros derechos de cobro.

RC:					Porcentaje de ajuste respecto del valor inicial del colateral.

En la fórmula previa se debe de utilizar el RC según tipo de colateral, de acuerdo con el siguiente cuadro:

	COLATERAL FINANCIERO
	FACTOR ÚNICO
	CATEGORÍA 3 O MEJOR
(AAA A BBB-)
	CATEGORÍA 4
(BB+ A BB-)
	CATEGORÍA 5
(B+ A B-)
	CATEGORÍA 6
(CCC O PEOR)

	Efectivo. 
Depósito en la misma entidad.
	0%
	-
	-
	-
	-

	Instrumento de deuda. (Inscrito)
	-
	15%
	20%
	25%
	100%

	Instrumento de deuda (GOCR, BCCR)
	-
	15%
	20%
	25%
	100%

	Instrumento de deuda. (Entidad supervisada por la Sugef sin calificación pública otorgada por una agencia calificadora)
	30%
	-
	-
	-
	-

	Instrumentos de deuda diferentes a los anteriores que no cuente con calificación de riesgo de agencias calificadoras. 
	40%
	
	
	
	

	Participación en un fondo de inversión abierto debidamente inscrito en la plaza correspondiente.
	-
	30%
	40%
	50%
	100%

	Participación en un fondo de inversión cerrado debidamente inscrito en una bolsa de valores autorizada.
	-
	30%
	40%
	50%
	100%



Valor exigible:

En todos los casos, el monto mitigador de la garantía será igual al menor entre:

a)	El valor resultante de aplicar las fórmulas establecidas en el presente artículo, y

b)	El valor nominal garantizado de los documentos legales establecidos durante el proceso de otorgamiento del crédito.

Este valor tiene como finalidad asegurar que el efecto mitigador de la garantía refleje tanto la exigibilidad jurídica como la realidad económica del colateral, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 19 sobre la certeza jurídica de la garantía.

Artículo 21. LGD regulatoria para el cálculo de estimaciones

La pérdida en caso de incumplimiento a ser utilizada en el cálculo de las estimaciones específicas se determinará según la siguiente metodología:

a)	En el caso de colaterales reales, tales como bienes inmuebles, la LGD regulatoria se calcula utilizando la siguiente fórmula:

LGD promedio = max {(EADR – Monto mitigador garantías) / EADR, 0}

LGDR = LGD min + (1 – LGD min) x LGD promedio

Donde:

LGD min: 	Valor mínimo de LGD de 10%.

LGD promedio: 	Porcentaje de la EAD que se pierde luego del incumplimiento.

LGD regulatoria (LGDR): 		Pérdida en caso de incumplimiento a ser utilizada en el cálculo de las estimaciones específicas.

EADR: 				Exposición en caso de incumplimiento, regulatoria.

b)	En el caso de colaterales financieros y otros derechos de cobro, la LGD regulatoria se calcula utilizando la siguiente fórmula:

LGD promedio = max {(EADR – Monto mitigador garantías) / EADR, 0}

LGDR = LGD min + (1 – LGD min) x LGD promedio

Donde:

LGD min: 				Valor mínimo de LGD de 5%.

LGD promedio: 			Porcentaje de la EAD que se pierde luego del incumplimiento.

LGD regulatoria (LGDR): 		Pérdida en caso de incumplimiento a ser utilizada en el cálculo de las estimaciones específicas.

EADR: 				Exposición en caso de incumplimiento, regulatoria.

El monto mitigador de garantías corresponde al calculado según el artículo 20 de este Reglamento y se determinará sobre el valor exigible de la garantía, entendido como el menor entre el valor obtenido con las fórmulas aplicables y el valor nominal garantizado en los documentos legales establecidos durante el proceso de otorgamiento del crédito.

c)	En el caso de exposiciones respaldadas por más de un tipo de mitigador, la LGD regulatoria se calculará utilizando la siguiente formula:

Cuando la operación crediticia esté respaldada por más de un tipo de colateral, la pérdida dado incumplimiento mínimo combinado (LGD mínimo combinado) se determinará conforme a lo establecido en el artículo 3, literal o). Esto se implementa mediante una distribución proporcional del monto mitigador que representa cada garantía del monto mitigador total. Para ello, se calculará el peso relativo de cada garantía sobre el total, aplicando el LGD mínimo correspondiente a su naturaleza, según lo establecido en este artículo.

LGD mínimo, combinado = 
Wi = Monto mitigador i/ Monto mitigador total

LGDR = LGDmin,comb + (1 – LGDmin,comb) × LGD promedio

Donde:

Wi: 	Peso relativo del monto mitigador de la garantía. 

LGD min: 		Valor mínimo de la pérdida dado incumplimiento aplicable según la naturaleza del mitigador.

Mit i: 				Monto mitigador de la garantía i.

Mit total: 				Monto mitigador total.


Artículo 22. Tratamiento para avales

El efecto mitigador de los avales se aplica según el enfoque de sustitución, donde la exposición en caso de incumplimiento se separa en dos partes. La parte de la exposición cubierta por el aval será tratada según el riesgo de crédito del avalista o proveedor de protección crediticia, y la parte descubierta de la exposición será tratada según el riesgo de la operación o del deudor.

a)	En el caso de avales otorgados por el Fondo de Avales y Garantías del Fonade y Fodemipyme, se aplica la siguiente fórmula:

EC_EADA = TI x EADR – M x min {EADR, Monto Avalado}+ α x M x min {EADR, Monto Avalado}

Donde:

EC_EADA: 		Estimación crediticia para la exposición en caso de incumplimiento considerando avales, segmentada en la parte descubierta y la parte cubierta.

EADR:				Exposición en caso de incumplimiento, regulatoria.

M: 		Porcentaje de mitigación que corresponda al porcentaje de cobertura de cada fondo, según se indica a continuación:

1)	Cuando el porcentaje de cobertura es mayor o igual a 100%, se debe utilizar como máximo un porcentaje de mitigación del 100%.

2)	Cuando el porcentaje de cobertura es menor a 100%, se utilizará como porcentaje de mitigación el porcentaje de cobertura.

El porcentaje de cobertura se obtiene de dividir el efectivo más el valor de las inversiones que respaldan los avales emitidos, entre el monto nominal total de avales emitidos.

TI:					Tasa de incumplimiento del deudor u operación.

α:		Porcentaje de estimación mínimo establecido en Acuerdo Sugef 15-16.
b)	En el caso de carta de crédito Stand-By emitida por entidad financiera, se aplica la siguiente fórmula:

EC_EADSTBY=TI x [ EADR - 90% x min EADR , Monto Avalado] + γ x [ 90% x min  EADR , Monto Avalado]

Donde:

EC_EADSTBY:		Estimación crediticia para la exposición en caso de incumplimiento considerando cartas de crédito Stand-by, segmentada en la parte descubierta y la parte cubierta.

EADR:				Exposición en caso de incumplimiento, regulatoria.

TI: 				Tasa de incumplimiento del deudor u operación.

γ: 					Corresponde al porcentaje indicado en las siguientes tablas.

	INSTRUMENTO MITIGADOR
	CARTA DE CRÉDITO STAND-BY EMITIDA POR
ENTIDAD FINANCIERA INTERNACIONAL

	Calificación emitida por agencia calificadora internacional
	AAA a BBB-
	BB+ a BB-
	B+ a B-
	CCC o peor, o no calificado

	Factor γ
	0,5%
	5%
	10%
	100%

	INSTRUMENTO MITIGADOR
	CARTA DE CRÉDITO STAND-BY EMITIDA POR
ENTIDAD FINANCIERA SUPERVISADA POR SUGEF

	Calificación emitida por agencia calificadora internacional
	AAA a BBB-
	BB+ a BB-
	B+ a B-
	CCC o peor, o no calificado

	Factor γ
	2%
	7,5%
	15%
	100%



SECCIÓN IV

TRATAMIENTO CONTABLE DE LAS ESTIMACIONES

Artículo 23. Tratamiento contable de las estimaciones por riesgo de crédito bajo el modelo estándar

Las entidades que utilicen el modelo estándar deben mantener registrado contablemente, con contrapartida en la cuenta de resultados y en forma individualizada en sus libros, al cierre de cada mes, como mínimo, el monto de la estimación a la que hace referencia el artículo 14 de este Reglamento.

El monto determinado conforme al modelo estándar constituirá el mínimo regulatorio a registrar para la estimación de pérdidas crediticias esperadas a efectos de los estados financieros preparados bajo el marco NIIF, por lo que deberá registrarse íntegramente con contrapartida en la cuenta de resultados al cierre de cada mes. 

Adicionalmente, las entidades que utilicen el modelo estándar podrán constituir, con base en fundamentación técnica adecuada, reservas patrimoniales de carácter prudencial por hasta un diez por ciento (10%) del monto de dicha estimación mínima. La constitución, mantenimiento y eventual reversión de esta reserva requerirá una política aprobada por el Órgano de Dirección, con sustentación técnica y criterios de uso y/o reversión, documentados. Estas reservas prudenciales adicionales deberán determinarse e individualizarse por operación crediticia y contabilizarse en la subcuenta 34402M00 – Reservas para cartera de crédito y no formarán parte de la estimación de pérdidas crediticias esperadas reconocida en los estados financieros bajo el marco NIIF, con el fin de garantizar coherencia técnica y transparencia en su aplicación.

La constitución de esta reserva prudencial se llevará a cabo debitando la subcuenta 35101M01-Utilidades de ejercicios anteriores y acreditando la subcuenta 34402M00-Reservas para cartera de crédito.

Se debe considerar que la cuenta de utilidades retenidas debe tener un saldo suficiente para transferirse a la reserva, de lo contrario no será posible reconocer la reserva.

Cuando la entidad haya incurrido en pérdidas por deterioro de cartera de crédito superiores a las estimaciones constituidas bajo el modelo estándar las cuales hayan sido reconocidas en los resultados del período, podrá aplicar dichos montos contra la reserva patrimonial previamente establecida, tal como lo establece el Reglamento de Información Financiera, Acuerdo Conassif 6-18, que consiste en debitar la reserva patrimonial por el monto de dichas pérdidas y acreditar la cuenta de utilidades retenidas.

SECCIÓN V

DEUDORES CON OPERACIÓN ESPECIAL

Artículo 24. Reclasificación por operaciones especiales

La entidad deberá reclasificar las operaciones crediticias de un deudor con operación especial de acuerdo con los siguientes criterios:

a)	A una categoría de riesgo 4, 5 o 6: cuando el número de modificaciones que dio origen a la operación especial sea igual a dos en los últimos 24 meses.

b)	A una categoría de riesgo 7 u 8:  cuando el número de modificaciones que dio origen a la operación especial sea mayor o igual a 3 en los últimos 24 meses.

Para efectos de la reclasificación, la categoría de riesgo aplicable a todas las demás operaciones del deudor al cual se le recalificó una operación como especial, será la de mayor riesgo que resulte de la verificación de los respectivos criterios de calificación establecidos en este Reglamento.

La categoría asignada no podrá mejorarse hasta que se verifiquen las condiciones establecidas en el artículo 25 de este Reglamento. 

Artículo 25. Criterios para la reclasificación de operaciones especiales

Un deudor cuyas operaciones hayan sido calificadas como especiales podrá ser reclasificado en una categoría de menor riesgo siempre que se cumplan simultáneamente las siguientes condiciones:

a)	Cuando la entidad verifique que el deudor con operación especial cumple con los criterios de clasificación correspondientes a la categoría de menor riesgo a la que se pretende reclasificar, de acuerdo con lo establecido en este Reglamento.

b)	Que el deudor haya cumplido con el pago íntegro, en la fecha correspondiente, de acuerdo con las condiciones pactadas, de al menos seis cuotas consecutivas del cronograma de pagos de la operación especial. Para el cumplimiento de esta condición, las cuotas deberán incluir amortización de principal; por tanto, no se computarán las cuotas correspondientes a períodos de gracia que contemplen únicamente el pago de intereses. 
Los pagos anticipados no se considerarán válidos para el cumplimiento de esta condición, ya que no reflejan en sí mismos un comportamiento de pago sostenido en el tiempo, esto sin perjuicio de que se apliquen a la amortización de la operación de crédito.

SECCIÓN VI

LIQUIDACIÓN DE OPERACIONES DE CRÉDITO

Artículo 26. Liquidación de operaciones de crédito contra la estimación

La entidad debe contar con políticas y procedimientos, aprobados por su Órgano de Dirección, para los casos en que se requiera liquidar operaciones de crédito contra la estimación individual correspondiente.

Dichas políticas y procedimientos deben contemplar los casos en que las operaciones de crédito deban ser liquidadas por considerarse incobrables, ya sea porque se hayan agotado razonablemente las gestiones administrativas o judiciales de cobro, porque se haya determinado la imposibilidad práctica de su recuperación; o porque el saldo total adeudado se encuentre estimado en un cien por ciento (100%). La liquidación contable no implicará, en ningún caso, la posterior reincorporación del activo al balance, salvo por orden expresa de autoridad judicial competente.

La liquidación de una operación de crédito contra la estimación es un movimiento contable que consiste en la eliminación del activo con cargo a su respectiva estimación contable, y su consecuente traslado a una cuenta de orden.

Dicha liquidación de ninguna manera extingue el derecho de la entidad acreedora de continuar con el cobro de las sumas adeudadas, ni tampoco releva al responsable del crédito del cumplimiento de su obligación.

Para la liquidación de las operaciones crediticias contra su respectiva estimación, la entidad deberá ajustarse a las disposiciones establecidas en el Acuerdo Conassif 6-18 y sus anexos. Asimismo, deberá documentar en el expediente de crédito de la operación las gestiones y valoraciones efectuadas para sustentar la liquidación.

La entidad deberá informar a la Sugef el detalle de operaciones crediticias e instrumentos financieros liquidados en cada mes, así como el monto total de cuentas y productos por cobrar liquidados en ese periodo. El Superintendente General de Entidades Financieras establecerá la información, la periodicidad y los medios físicos o electrónicos que estime pertinentes, mediante los cuales las entidades supervisadas deberán informar sobre la liquidación de operaciones crediticias, instrumentos financieros y cuentas y productos por cobrar.

MODELOS INTERNOS

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES Y REQUISITOS PARA EL USO DE MODELOS INTERNOS

Artículo 27. Disposiciones generales para el uso de modelos internos

Las entidades podrán optar por constituir las estimaciones específicas por riesgo de crédito a que se refiere el artículo 14 de este Reglamento utilizando modelos internos, una vez que cuenten con la no objeción por parte de la Superintendencia.

Los modelos internos deben estar basados en el concepto de pérdida esperada, por lo que deben tener modelos específicos para la medición de las probabilidades de incumplimiento (PD), las pérdidas dado el incumplimiento (LGD) y las exposiciones al incumplimiento (EAD), esto para cada uno de los segmentos identificados en el artículo 5 de este Reglamento.

Adicionalmente, al tratarse de mediciones prospectivas, también se deben tener modelos internos para la proyección de variables macroeconómicas que se deben incorporar plenamente en la determinación de la pérdida esperada.

Para efectos de la determinación de la estimación, no se permite que una misma exposición o segmento de cartera sea valorado parcialmente con el modelo estándar y parcialmente con modelos internos. En caso de que la entidad opte por implementar modelos internos, deberá aplicarlos de manera integral en todos los segmentos en los que tenga exposición, sin perjuicio de la obligación de continuar calculando el modelo estándar para fines de comparación y control prudencial, conforme a lo dispuesto en este Reglamento.

Una vez emitido el criterio de no objeción sobre el modelo interno, la entidad deberá garantizar el cumplimiento continuo de lo dispuesto en los lineamientos generales de este Reglamento sobre criterios para mantener su uso.

Artículo 28. Requisitos de idoneidad para las entidades que optan por el uso de modelos internos

Al momento de presentar por primera vez la solicitud de no objeción para el uso de modelos internos, así como al finalizar el período de prueba de dichos modelos, la entidad deberá encontrarse calificada en condición de “Normalidad”, conforme a lo dispuesto en el Reglamento para calificar a las entidades supervisadas, Acuerdo Sugef 24-22.

De forma simultánea, la entidad deberá contar con una calificación de nivel 2, como mínimo, en los rubros de Calidad de Gobierno Corporativo y Gestión de Riesgos, según lo establecido en el citado Reglamento.

Si, con posterioridad al otorgamiento de la no objeción por parte de la Sugef para el uso de modelos internos, la entidad enfrenta cambios en estas condiciones, no se inhabilitará la utilización de dichos modelos, siempre y cuando la entidad cumpla estrictamente con todos los requerimientos establecidos en los lineamientos generales de este Reglamento para mantener el uso de los modelos.

Artículo 29. Proceso para la solicitud de no objeción al uso de modelos internos

La entidad que desee iniciar el trámite de no objeción para el uso de modelos internos deberá manifestar formalmente su intención mediante un oficio dirigido a la Superintendencia. La fecha de recepción de esa solicitud será considerada como T0. En T0, la entidad no debe presentar documentación ni evidencias.

A partir de T0, inicia el período de 24 meses durante el cual la entidad deberá monitorear el buen desempeño del modelo y asegurar su consistencia en la determinación de las pérdidas esperadas.

Al finalizar dicho período, la entidad deberá remitir a la Superintendencia toda la documentación requerida para la no objeción al uso de los modelos internos, incluyendo las evaluaciones realizadas a lo largo de los 24 meses.

Estos documentos deberán contener información actualizada al corte de T24. T24 marcará el inicio del plazo que tiene la Superintendencia para comunicar la decisión correspondiente, conforme a lo establecido en el artículo 30 de este Reglamento.

Artículo 30. Resolución sobre uso de modelos internos

Una vez recibida por la Superintendencia la solicitud de la entidad para admitir el uso de modelos internos (T0), y valorada a satisfacción de la Superintendencia, los criterios establecidos en los lineamientos generales de este Reglamento para la no objeción por primera vez (T24), la Superintendencia deberá, en un plazo no mayor a 90 días hábiles, a partir de la fecha de entrega de la documentación completa por parte de la entidad financiera, emitir alguna de las siguientes resoluciones:

a)	Resolución de no objeción, en este caso, la entidad podrá registrar, con contrapartida en la cuenta de resultados, al cierre de cada mes, el monto de estimaciones calculado mediante el modelo interno.

A partir de la fecha de inicio de la aplicación de dicho modelo, la entidad deberá informar mensualmente a la Superintendencia, por los mecanismos que esta defina, el monto de estimaciones calculado utilizando el modelo interno y el monto de estimaciones resultante de aplicar el modelo estándar.

Asimismo, la entidad deberá continuar reportando a la Superintendencia la información crediticia requerida mediante el SICVECA, en los plazos y formatos definidos por dicha autoridad. Una vez emitida la resolución de no objeción y conforme a la normativa contable aplicable, la entidad deberá reversar el saldo de la subcuenta 34402M00 – Reservas para cartera de crédito, de la misma manera como fue creada, es decir contra utilidades retenidas o excedentes acumulados.

El tratamiento contable de las estimaciones cuando se utilicen modelos internos se regirá por lo dispuesto en el artículo 35 de este Reglamento.

b)	Resolución de objeción, en cuyo caso, la entidad podrá solventar las debilidades indicadas por la Superintendencia, en el plazo que defina e informe a la Sugef la propia entidad y presentar nuevamente a la Superintendencia la solicitud de no objeción para el uso de modelos internos (T0). Una vez que la entidad ha corregido las debilidades señaladas, deberá transcurrir un período de prueba del modelo interno corregido de veinticuatro (24) meses.

Al término de dicho plazo, la entidad deberá cumplir nuevamente con todos los requisitos establecidos en los lineamientos generales de este Reglamento para la no objeción por primera vez, a fin de que la Superintendencia emita un nuevo criterio en el plazo indicado al inicio de este artículo.
Durante este proceso, la entidad deberá continuar aplicando el modelo estándar hasta que obtenga la resolución de no objeción sobre el uso del modelo interno.


Artículo 31. Evaluación del modelo por parte de un experto independiente

Para efectos de la no objeción al uso del modelo interno, este deberá ser evaluado por un experto independiente, cuya idoneidad deberá ser verificada por la entidad conforme a los criterios de elegibilidad que defina la Superintendencia en los lineamientos de este Reglamento para la idoneidad del experto independiente.

El alcance de la revisión del experto independiente deberá cubrir en su totalidad los requisitos establecidos en el lineamiento “Criterios para la no objeción por primera vez al uso de modelos internos”. El experto independiente deberá rendir un informe detallado, en el que se aborden de manera completa cada uno de los aspectos revisados.

La falta de revisión de alguno de los rubros indicados en dicho lineamiento por parte del experto independiente constituirá motivo suficiente para que la Superintendencia emita una resolución de objeción.

Asimismo, para que la entidad pueda mantener el uso de los modelos internos con posterioridad a la no objeción, el experto independiente deberá remitir a la Superintendencia un informe cada dos años, cuyo alcance deberá cubrir las disposiciones establecidas en el lineamiento de “Criterios para mantener la no objeción al uso de modelos internos”.

La profundidad del trabajo a realizar por parte del experto independiente no deberá limitarse solamente a la verificación del cumplimiento de los aspectos evaluados. Por el contrario, se debe realizar una inspección técnica exhaustiva, que incluya revisiones de campo y la ejecución de pruebas específicas, tanto a nivel de calidad de datos como del cumplimiento de supuestos estadísticos que garanticen la correcta calibración de los modelos.

Asimismo, el informe que brinde el experto independiente deberá incluir una evaluación del entorno tecnológico, detallando la arquitectura tecnológica, los sistemas fuente (otorgamiento, gestión, seguimiento, entre otros), los procesos destinados a la extracción de la información requerida desde dichos sistemas y los controles asociados.

CAPÍTULO II

SEGUIMIENTO, AJUSTES Y OBJECION POSTERIOR DE MODELOS INTERNOS

Artículo 32. Desajustes en modelos internos 

Las entidades financieras deben cumplir en todo momento con lo establecido en el lineamiento de “Criterios para mantener la no objeción al uso de modelos internos” de este Reglamento, a partir del momento en que reciban la resolución de no objeción para la utilización de estas en la constitución de estimaciones.

Cuando la Superintendencia determine la existencia de desajustes o desviaciones de carácter menor respecto de los requisitos establecidos en el lineamiento de criterios para mantener el uso de dichos modelos internos de este Reglamento, comunicará a la entidad financiera las debilidades detectadas y le otorgará un plazo máximo de tres meses, contado a partir de la notificación, para proceder con su corrección y evidenciar su subsanación.

Durante el plazo otorgado para la subsanación, la entidad podrá continuar utilizando modelos internos, sin perjuicio de las medidas prudenciales adicionales que la Superintendencia pueda disponer.

Vencido dicho plazo, si la entidad no hubiese corregido de forma satisfactoria los desajustes señalados, la Superintendencia emitirá una resolución de objeción a su uso y aplicará lo establecido en el artículo 33 de este Reglamento.

Artículo 33. Objeción posterior para el uso de modelos internos

En caso de que la Superintendencia determine el incumplimiento de cualquiera de los requisitos establecidos en el lineamiento “Criterios para mantener la no objeción al uso de modelos internos”, comunicará a la entidad financiera las causales detectadas y emitirá una resolución de objeción a su uso, cuando considere que dichos hallazgos comprometen la confiabilidad de los resultados.

Se procederá de igual forma cuando los resultados de las evaluaciones realizadas por el órgano de control interno, el experto independiente o la Superintendencia indiquen que se ha comprometido la confiabilidad del modelo interno y la suficiencia de los niveles de las estimaciones crediticias.

Asimismo, cuando las evaluaciones realizadas por órganos internos o externos resulten insatisfactorias para la Superintendencia, ya sea porque no cubren apropiadamente el alcance definido en las disposiciones establecidas en el lineamiento “Criterios para mantener la no objeción al uso de modelos internos” o porque carecen del rigor técnico requerido, la Superintendencia procederá a emitir una resolución de objeción a su uso.

Es responsabilidad de la entidad garantizar que los informes contemplen todos los aspectos indicados en el lineamiento y cumplan con el nivel técnico exigido.

A partir de la fecha de entrada en vigor de la resolución de objeción, la entidad deberá dejar de utilizar modelos internos para la constitución de las estimaciones específicas por riesgo de crédito y aplicar el modelo estándar establecido en este Reglamento, en los términos y plazos que se indiquen en la propia resolución que emita la Sugef.

La entidad podrá solventar los hallazgos detectados por las distintas instancias y presentar nuevamente a la Superintendencia la solicitud de no objeción para el uso de modelos internos (T0), en el plazo que defina la propia entidad e informe a la Sugef. Una vez corregidas las causales señaladas, deberá transcurrir un período de veinticuatro (24) meses de prueba del modelo interno corregido.

La nueva solicitud deberá seguir el proceso completo establecido para la primera presentación ante la Superintendencia y cumplir con todos los aspectos definidos en el lineamiento “Criterios para la no objeción por primera vez al uso de modelos internos”.

Durante este período y hasta que la entidad obtenga la resolución de no objeción para el uso de modelos internos, deberá continuar aplicando el modelo estándar.

Artículo 34. Tercerización de modelos internos

La entidad financiera que utilice o dependa de proveedores externos para el desarrollo, mantenimiento y validación de modelos internos, deberá garantizar que la Sugef tenga acceso completo y oportuno a la información detallada de dichos procesos, cuando esta lo requiera. Los contratos de tercerización deberán prever derechos de acceso, información y auditoría para la entidad y la Sugef, incluyendo, cuando resulte necesario para efectos de supervisión, auditoría o continuidad operativa, el acceso al código fuente, sus repositorios y la documentación técnica asociada.

El uso de proveedores externos no exime a la entidad de las responsabilidades establecidas en el presente Reglamento ni de la obligación de contar con capacidades internas suficientes para comprender, gestionar y controlar los modelos internos utilizados. Asimismo, la entidad deberá contar con un plan de continuidad y contingencia específico para los modelos tercerizados, que incluya medidas de continuidad operativa y recuperación, pruebas periódicas, y una estrategia de salida/transferencia que asegure la continuidad del servicio ante fallas del proveedor o la terminación del contrato.

El Órgano de Dirección deberá aprobar, mediante acuerdo, las definiciones de ámbito, perímetro y funciones, tanto de los prestadores de servicios como de la propia entidad, asegurando la transferencia de conocimiento necesaria para una comprensión completa de la estructura y funcionamiento de todos los aspectos técnicos derivados de las prestaciones de servicios de los proveedores externos.

En ningún caso podrá tercerizarse la responsabilidad sobre la aprobación, el gobierno, la supervisión y la auditoría interna de los modelos.

CAPÍTULO III

TRATAMIENTO CONTABLE DE LAS ESTIMACIONES CON MODELOS INTERNOS

Artículo 35. Tratamiento contable de las estimaciones cuando se utilicen modelos internos

Las disposiciones de este artículo serán aplicables a las entidades que cuenten con resolución de no objeción vigente para el uso de modelos internos, de conformidad con lo establecido en este Reglamento.

En el caso de entidades que cuenten con la no objeción de la Superintendencia para el uso de modelos internos, el monto de la estimación de pérdidas crediticias esperadas a registrar con contrapartida en la cuenta de resultados será el determinado conforme a dicho modelo interno.

A partir de la fecha de inicio de aplicación del modelo interno, la entidad deberá calcular mensualmente el monto de las estimaciones por riesgo de crédito utilizando, de forma paralela:

a)	El modelo estándar definido en el Título II de este Reglamento, y

b)	El modelo interno no objetado por la Superintendencia definida en el Título III de este Reglamento.

Para los estados financieros preparados conforme el marco NIIF, el importe de pérdidas crediticias esperadas a reconocer con contrapartida en la cuenta de resultados será el determinado conforme al modelo interno no objetado.

Para efectos prudenciales, el nivel mínimo de cobertura por riesgo de crédito exigido por este Reglamento será, como mínimo, equivalente al mayor entre el monto de las estimaciones calculado utilizando el modelo estándar, y el monto de las estimaciones calculado utilizando el modelo interno no objetado.

Cuando el monto total de las estimaciones calculado utilizando el modelo estándar sea superior al monto total de las estimaciones calculado utilizando el modelo interno no objetado, la diferencia deberá registrarse mensualmente como una reserva patrimonial de carácter prudencial en la subcuenta 34402M00 – Reservas para cartera de crédito.

La constitución de esta reserva prudencial se llevará a cabo debitando la subcuenta 35101M01-Utilidades de ejercicios anteriores y acreditando la subcuenta 34402M00-Reservas para cartera de crédito.  La reserva deberá ajustarse mensualmente al monto requerido, cuando el monto de las estimaciones calculado utilizando el modelo estándar sea superior al monto de las estimaciones calculado utilizando el modelo interno no objetado. Cuando la diferencia entre ambos modelos disminuya, el exceso de reserva se revertirá debitando la subcuenta 34402M00 – Reservas para cartera de crédito y acreditando la subcuenta 35101M01 – Utilidades de ejercicios anteriores. De esta manera, esta reserva prudencial no formará parte de la pérdida crediticia esperada reconocida en los estados financieros preparados conforme al marco NIIF.

Se debe considerar que la cuenta de utilidades retenidas debe tener un saldo suficiente para transferirse a la reserva, de lo contrario no será posible reconocer la reserva.

La entidad que no cuente con utilidades o excedentes de ejercicios anteriores suficientes para cubrir el monto de la reserva patrimonial requerida, en el caso de que el monto de estimaciones crediticias bajo el modelo estándar sea mayor al monto de estimaciones crediticias bajo el modelo interno, no podrá distribuir utilidades, excedentes ni otros beneficios patrimoniales de ningún tipo a sus socios, accionistas o asociados, en tanto no haya alcanzado el 100% de la reserva patrimonial requerida.

Cuando la entidad haya incurrido en pérdidas por deterioro de cartera de crédito superiores a las constituidas bajo el modelo interno, las cuales hayan sido reconocidas en los resultados del período, podrá aplicar dichos montos contra la reserva patrimonial previamente establecida, tal como lo establece el Acuerdo CONASSIF 6-18, que consiste en debitar la reserva patrimonial por el monto de dichas pérdidas y acreditar la cuenta de utilidades retenidas.

Cuando el monto de las estimaciones calculado utilizando el modelo interno sea igual o superior al monto de las estimaciones calculado utilizando el modelo estándar, no será exigible una reserva patrimonial prudencial adicional, sin perjuicio de la facultad de la entidad para constituir reservas adicionales de naturaleza prudencial, en los términos previstos en este Reglamento.

En caso de que, con posterioridad, la Superintendencia emita una resolución de objeción al uso de modelos internos, la entidad deberá ajustarse a lo dispuesto en los artículos 30 y 33 de este Reglamento y a las instrucciones específicas que la Superintendencia emita al respecto, conforme a las circunstancias que tenga la entidad. 

TÍTULO IV

DISPOSICIONES FINALES

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 36. Información de la Sugef

La información sobre los deudores que la Sugef envía o pone a disposición de las entidades, no implica, bajo ninguna circunstancia, calificación alguna sobre la solvencia y liquidez del deudor, por lo que la Sugef no asume ninguna responsabilidad por operaciones crediticias otorgadas por las entidades con base en esta información.
La Superintendencia, en ejercicio de sus competencias realizará supervisiones de cartera crediticia de las entidades, cuando lo considere conveniente, a efectos de verificar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente Reglamento.

La supervisión se notificará a la entidad por escrito, por parte del Gerente de Supervisión, con al menos cinco días hábiles de anticipación, indicando, como mínimo, el alcance de la revisión, la cartera objeto de análisis y la lista inicial de deudores cuyos expedientes de crédito deberán estar disponibles. Asimismo, se hace constar que el alcance podrá incluir revisiones aplicadas a la información remitida vía XML, cuyas conclusiones, al igual que las de la revisión de expedientes, podrán derivar en la reclasificación de deudores conforme a este Reglamento.

En la fecha de inicio de la supervisión, la entidad deberá:

a)	Tener a disposición del equipo de supervisión los expedientes de crédito de la lista inicial de deudores comunicada por la Superintendencia.

b)	Mantener disponible la documentación que describa el modelo utilizado para la constitución de las estimaciones.

c)	Designar y comunicar a la Superintendencia la persona responsable de atender los requerimientos de información del equipo de supervisión.

El coordinador del equipo de supervisión puede requerir por escrito los expedientes de crédito de otros deudores no incluidos en la lista inicial en cualquier momento durante la supervisión, para cuya entrega la entidad dispone como máximo de tres días hábiles.

El coordinador del equipo de supervisión podrá requerir por escrito que la entidad complete o aclare información relacionada con los expedientes analizados. La entidad dispondrá de un plazo máximo de dos días hábiles, contados a partir de la notificación del requerimiento, para completar la información solicitada y adicionar la que estime pertinente.

La información adicionada al expediente de crédito una vez transcurrido en el plazo precitado no se considera para la calificación del deudor, el análisis de las garantías y el cálculo de las estimaciones correspondientes.

Los deudores cuyo expediente de crédito no sea entregado en el plazo establecido y según lo requerido, se recalificarán en la categoría de riesgo 8. Una vez entregado el expediente en las condiciones requeridas, la Superintendencia valorará la información aportada y determinará la categoría de riesgo aplicable al deudor, de conformidad con los parámetros establecidos en este Reglamento.

La Superintendencia debe comunicar a la entidad el informe final de la supervisión de la cartera crediticia, a más tardar, 30 días hábiles después de la reunión de salida. Este plazo puede ser prorrogado excepcionalmente por 10 días hábiles adicionales en casos calificados. La Superintendencia debe comunicar los motivos de la prórroga a la entidad previamente al vencimiento del plazo.

El informe final debe indicar los motivos por los cuales la Superintendencia determina que deben ajustarse las categorías de riesgo a los deudores, el valor de las garantías y el cálculo de las estimaciones. El Superintendente puede delegar en el correspondiente Gerente de Supervisión la comunicación oficial del informe final.

Artículo 37. Sanciones

El impedimento u obstaculización de inspección o supervisión de sus operaciones, la alteración de registros contables, el envío o presentación de información falsa o incompleta son sancionados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558.

Artículo 38. Incumplimiento en el envío de información

Para las entidades financieras sujetas a este Reglamento que en un determinado periodo no remitan la totalidad de los XML de las clases de datos Garantías y Operaciones Crediticias de SICVECA o que remitan la información fuera del plazo de entrega predefinido, por razones no atribuibles a fallas en los equipos informáticos de la Superintendencia, deben calcular el monto de la estimación por deterioro e incobrabilidad de la cartera de crédito y la estimación por incobrabilidad de créditos contingentes de la siguiente manera:

a)	Determinar para el último mes de envío completo de la información, el porcentaje que representa el monto de la estimación mínima respecto de la cartera de crédito sujeta a estimación de ese mismo mes.

b)	El monto de las estimaciones a registrar contablemente debe ser igual o mayor al monto que resulta de multiplicar: el porcentaje determinado en el punto a) anterior por el saldo en el mes de no envío de información de las cuentas indicadas en el anexo 1 “Operaciones crediticias sujetas a estimación”, aplicándose el equivalente de crédito que corresponda a las cuentas contingentes, más la cuenta 148.03. A este saldo resultante de esta multiplicación se suma el monto que resulte de multiplicar el saldo de la cartera correspondiente a la categoría de riesgo 1 del último mes de envío completo de la información por un 0,25% y por cada mes consecutivo de no envío de información debe adicionarse un 0,25% acumulativo mensualmente. En el momento en que la entidad cumple con el envío exitoso de la totalidad de los XML de las clases de datos Garantías y Operaciones Crediticias de SICVECA, se deja de aplicar la acumulación del 0,25% mensual. En el siguiente mes, cuando se cumpla con lo indicado en el numeral d) de este artículo, la entidad puede reversar el monto de las estimaciones adicionales originadas en la aplicación de este artículo, y que excedan el monto de la estimación mínima en ese momento. En caso de un nuevo incumplimiento, inicia nuevamente con el 0,25% mensual acumulativo.

c)	El Manual de Información del Sistema Financiero establece que la entidad debe remitir la información financiero contable en el plazo de cinco días hábiles contados a partir del último día de cada mes. La entidad debe prever si contará oportunamente con la totalidad de los XML de las clases de datos Garantías y Operaciones Crediticias de SICVECA, que le permita cumplir con la fecha límite de envío. En el caso de que la entidad prevea algún incumplimiento en la remisión de dicha información, debe registrar las estimaciones que corresponda según los numerales a) y b) anteriores, y remitir la información financiero contable en el plazo establecido.

d)	En el siguiente mes, la entidad puede reversar el monto de las estimaciones originadas en la aplicación de este artículo siempre que cumpla con el envío en el mes en curso de la totalidad de los XML de las clases de datos Garantías y Operaciones Crediticias de SICVECA correspondiente del mes de no envío de la información y siempre que la entidad no prevea algún incumplimiento en el envío de dicha información para el mes en curso.

En caso de fallas técnicas atribuibles a la Superintendencia, esta debe comunicar los medios a través de los cuales se debe remitir la información.
La acumulación del 0,25% mensual no se aplicará cuando la entidad demuestre que el incumplimiento obedeció a fuerza mayor debidamente acreditada y haya informado oportunamente a la Superintendencia, sin perjuicio del registro de la estimación que corresponda conforme a los numerales a) y b) de este artículo.

Artículo 39. Envío de Información

La información de los XML de las clases de datos Garantías y Operaciones Crediticias de SICVECA deben ser remitidos conforme a los contenidos, formatos, medios y plazos establecidos por la Sugef en el Manual de Información del Sistema Financiero (SICVECA).

Disposición final

La presente normativa entrará en vigor el 1.º de enero de 2028 y será aplicable únicamente a las entidades supervisadas por la Sugef.  Hasta dicha fecha, continuará vigente y aplicable para estas entidades el Acuerdo CONASSIF 14‑21.  A partir de la entrada en vigor del Acuerdo Sugef 1-26, a las entidades supervisadas por la Sugef no les será aplicable el Acuerdo CONASSIF 14‑21.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Transitorio I

Para efectos de lo dispuesto en el literal c) del artículo 17. Equivalente de crédito, de este Reglamento, se aplicará la siguiente gradualidad:

	AÑO
	PORCENTAJE

	1 de enero de 2028
	10.0%



Transitorio II

Los procesos de supervisión iniciados en aplicación del Reglamento para la Calificación de Deudores, Acuerdo Sugef 1-05, Reglamento sobre Cálculo de Estimaciones Crediticias, Acuerdo Conassif 14-21, que se mantengan pendientes de resolución a la fecha de entrada en vigor del presente Reglamento, continuarán hasta que sean resueltos.



Transitorio III

Se establece un periodo máximo de cuatro años para la implementación gradual de las reformas al modelo estándar, con el objetivo de alcanzar el 100% de las estimaciones mínimas requeridas según el perfil de riesgo asignado. 

El ajuste en el requerimiento de estimaciones crediticias a la fecha de entrada en vigor de este Reglamento deberá ser cubierto de manera gradual conforme al siguiente esquema mínimo:

	REQUERIMIENTO DE AJUSTE[footnoteRef:2] [2:  Para estos efectos, se entenderá por requerimiento de ajuste la diferencia incremental entre el monto de estimaciones determinado conforme al nuevo Reglamento y el monto requerido bajo el régimen previo, calculada a la fecha de entrada en vigor.
] 

	PLAZO

	Al menos un 25% del requerimiento de ajuste.
	Durante el 2028

	Al menos un 50% acumulado.
	Durante el 2029

	Al menos un 75% acumulado.
	Durante el 2030

	El 100% del requerimiento de ajuste.
	Durante el 2031



Para la cartera existente al 31 de diciembre de 2027, el requerimiento de ajuste corresponderá a la diferencia incremental entre el monto de estimaciones determinado conforme al presente Reglamento y el monto requerido conforme al Acuerdo Conassif 14-21. Las operaciones otorgadas a partir del 1.º de enero de 2028 no estarán comprendidas en el esquema de gradualidad establecido en este transitorio y deberán constituir el 100 % de las estimaciones crediticias requeridas conforme al presente Reglamento

Para determinar el requerimiento de ajuste, la entidad deberá reportar, con corte al 31 de diciembre de 2027, el monto total de las estimaciones crediticias requeridas conforme al Acuerdo Conassif 14-21. Asimismo, con corte al 31 de enero de 2028, deberá calcular y reportar el monto total de las estimaciones crediticias requeridas conforme al presente Reglamento. La diferencia incremental entre ambos montos constituirá el requerimiento de ajuste sujeto al esquema de gradualidad establecido en este transitorio.

El monto total de la estimación crediticia requerida conforme al presente Reglamento, sin aplicar el esquema de gradualidad establecido en este transitorio, deberá reportarse para cada operación en el XML Crediticio. En el XML Contable deberá reportarse el saldo de las estimaciones crediticias registradas contablemente a la fecha de corte. El cumplimiento del porcentaje mínimo acumulado del requerimiento incremental establecido en el cuadro anterior será exigible al cierre de cada periodo anual.

La Superintendencia General de Entidades Financieras comunicará las disposiciones operativas necesarias para la captura y remisión de la información requerida en los párrafos anteriores.

Las entidades podrán cumplir con el 100% en cualquier momento dentro de este periodo, incluso desde el primer año.

La entidad que, al cierre del periodo anual correspondiente, no alcance el porcentaje mínimo acumulado del requerimiento incremental establecido en el cuadro anterior no podrá distribuir utilidades, excedentes ni otros beneficios patrimoniales de ningún tipo a sus socios, accionistas o asociados, mientras se mantenga dicho incumplimiento

Durante el periodo de gradualidad, no se efectuarán cambios en la clasificación de perfiles de riesgo específicos por segmento ni en las tasas de incumplimiento utilizadas para determinar el requerimiento incremental, cuando corresponda, con el fin de brindar estabilidad y previsibilidad a las entidades reguladas durante el proceso de adaptación.

Transitorio IV

Una vez transcurrido el periodo de transición establecido en el Transitorio III de este Reglamento, en caso de que la Superintendencia determine un aumento en el perfil de riesgo asignado a alguno de los segmentos de una entidad, la entidad podrá solicitar a la Superintendencia la aplicación de una transitoriedad. El plazo de dicha transitoriedad quedará a discreción de la Superintendencia, considerando criterios prudenciales y la situación particular de la entidad.

La transitoriedad que se otorgue podrá abarcar tanto el ritmo de convergencia hacia el nuevo nivel de estimaciones mínimas requerido por el modelo estándar como, en su caso, el reconocimiento gradual de las reservas patrimoniales prudenciales adicionales necesarias para acompañar dicho incremento en el perfil de riesgo asignado.

Transitorio V

Con la entrada en vigor del presente Reglamento, las entidades deberán utilizar el saldo que posean en la subcuenta 139.02.M.04 (Componente genérico para cartera de créditos-Transitorio), en el siguiente orden: primero, para cubrir los requerimientos de estimaciones contracíclicas (subcuenta 139.02.M.02); segundo para  los requerimientos de estimaciones específicas (subcuenta 139.01) y  una vez cubiertos ambos requerimientos,  podrán revertir contra los resultados del período  cualquier saldo remanente.

Cuando las entidades utilicen el saldo de la 139.02.M.04 para cubrir los requerimientos de estimaciones contracíclicas o específicas deberán proceder de la siguiente forma:

i.	Reversar contra un ingreso la estimación regulatoria registrada en la subcuenta 139.02.M.04.

ii.	Registrar un gasto para reconocer la estimación correspondiente (específica o contracíclica). El monto del gasto deberá coincidir con el monto de la reversión en el ingreso.

Transitorio VI

A partir de la aprobación del presente Reglamento, las nuevas solicitudes para el uso de modelos internos en la constitución de estimaciones específicas por riesgo de crédito se regirán por las disposiciones, los requisitos y el procedimiento de no objeción establecidos en el Acuerdo Sugef 1-26 y en sus Lineamientos Generales. El uso de dichos modelos estará sujeto a la obtención de la resolución de no objeción emitida por la Superintendencia.



Anexo 1

Operaciones crediticias sujetas a estimación

El principal de las operaciones crediticias se registra por su naturaleza en las siguientes cuentas o subcuentas, conforme la codificación del anexo 1 de Reglamento de Información Financiera:

	Cuenta
	Descripción

	131 
	Créditos vigentes 

	132 
	Créditos vencidos  

	133 
	Créditos en cobro judicial 

	134 
	Créditos restringidos 

	611.01.M.02 
	Avales saldo sin depósito previo 

	611.02.M.02 
	Garantías de cumplimiento saldo sin depósito previo 

	611.03.M.02 
	Garantías de participación saldo sin depósito previo 

	611.04.M.02 
	Otras garantías sin depósito previo  

	612.02 
	Cartas de crédito a la vista saldo sin depósito previo 

	612.04 
	Cartas de crédito diferidas saldo sin depósito previo 

	613.01.M.02 
	Cartas de crédito confirmadas no negociadas saldo sin depósito previo 

	615.01 
	Líneas de crédito para sobregiros en cuenta corriente 

	615.03 
	Líneas de crédito para factoraje 

	615.02 
	Líneas de crédito para tarjetas de crédito

	615.99 
	Otras líneas de crédito de utilización automática 

	617.01 
	Otras contingencias crediticias 

	619
	Créditos pendientes de desembolsar



Productos y cuentas por cobrar asociados a operaciones crediticias

Los productos y cuentas por cobrar asociados a operaciones crediticias se registran por su naturaleza en las siguientes cuentas y subcuentas conforme la codificación del anexo 1 de Reglamento de Información Financiera:

	Cuenta
	Descripción

	138 
	Cuentas y productos por cobrar asociados a cartera de créditos  

	142.01 
	Comisiones por cobrar por créditos contingentes  





Anexo 2
Equivalencias de las calificaciones de las agencias calificadoras de riesgo internacionales

Calificaciones de largo plazo:
[image: Tabla
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Calificaciones de corto plazo: 
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Rige a partir del 1° de enero de 2028.”

Atentamente,
[image: ]


Celia Alpízar Paniagua
Secretaria interina del Consejo
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